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A.LGO IMPORTANTE. 

Voy á concluir el período de seis años de Magistraclo dc la Suprema Corte de 
Justicia de los Estados-Unidos Mexicanos, cuyo eucargo me confirió el pueblo en 
las elecciones de 1877, y me creo en la obligacion de darle cuenta de mis actos, 
constituyéndolo juez de mi conducta pública, ya que el mandante tiene dereeho de 
eaber y conocer los actos del mandatario, y yo obligacion de publicar mi compor­
tamiento y de dar cuenta á quien puede y debe juzgar de mi conducta como lIfa­
gh;trado. 

Esto parecerá extraño, en un país en que se dice que no hay libertad en las elec­
ciones, y que el pueblo casi 110 toma parte en ellas, y cuando mi eleccion procedió 
inmediatamente del plan do Tnxtepec, que invocó por bandera el libre sufragio, 
8in llevar udelunte esta promesa; mas yo debo manifestar: Que sin fijarme en es­
tas consideraciones, solo veo que mi eleccion vino del pueblo, nutnrul y sin vio­
lencia; que yo no la pretendí, y ni siquiera pensuba en ella, ni áun se me preguntó 
si aceptariu el encargo, y bujo estos precedentes fuí electo 8? magistrado de la 
Suprema Corte de Justicia cn momentos en que despachaba un bufete que me 
producia el triple del sueldo que hoy disfl'Uto; teniendo, además, que abandonar 
mi Estado y tollo s mis intereses para venir :i llesempcñar III magistratura; pero no 
se ha dado uu solo caso eu que yo haya desestimado el voto público, y esta la ra­
zon porque soy magistrado. 

Colocado en esta si tllacion he podido conservar mi absoluta independencia, sos­
teniendo las garantía.s que nuestra COll8titncion otorga al hombre; combatienuo 
teorías que las destruyen ó lastiman, sin admitir interpretaciones, cuando el texto 
de la leyes claro; y en casos dudosos, sicmpro HOlanda esas interpretaciones en 
beneficio del pueblo, y nunca en su pCljuicio. 

Tarea bion difícil, porcj.erto, cuando en la Suprema Corte domina la escuela Va· 
llartista que ha sido calificaua, y con razon, como la escuela de las restricciones, 
y esto me daba el resultado lle ser llerrotado en las votaciones, áun en los casos 
en que la minoría venciera en las discusiones, y alguna vez resentí hasta el en­
friamiento de relaciones con algunos magistrados. 

Yo he ereido, sin embarg(l, que debia sostencr las garaDtías del hombre, como 
están en la COl1stitncion, y combatir todo aquello que de alguna manera pudiera 
modificarlaR ó <lestmirlas, y me parece que he sido consecuente con este propósi­
to, á riesgo de merecer el epíteto de intransigonte y severo, y de poco afecto á las 
prácticas amcric;mas. 

Darle cuenta al pueblo de todos mis actos como magistrado, seria obra dificil y 
además difusa, pero sí debe saber que he atacado la arbitrariedad donde la he en-
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al seguro del pago los preceptos de los Códigos; y entónces 
cs claro que la lJilloteca constituida y registrada debidamente 
en 1873, snrtió todm; sus efectos, y el DI'. Villa 110 se puede 
quejar de efecío retroactivo, por lJaberse sujetado este nego­
cio {t las leyes vigentes; ménos todavía, cuando al constituirse 
y registrarse la hipoteca en dicho afio, se cumplió con todos los 
requisitos de las leyes, y las partes, cuya voluntad es la su­
prema ley en los contratos, ratificaron esos mismos requisi­
tos, y la, hipoteca qneeló perfectamente constituida. En con­
secuencia, por este capítulo, no cabe el amparo, y el que habla 
revocará con su voto la sentencia del juez 29 de Distrito que 
lo concedió. 

Pero el quejoso alega y se funda en razones que bien me­
recen la atencion: que el amparo, le cOlTesponde tambien por­
que en su concepto el Código de Procedimientos civiles no es 
ley, y 1mbiéndosele aplicado en su !legocio, está violada la ga­
rantía del arto 14 constitucional; y aunque el juez de Distrito 
esquivó esta cl1estion, la Corte está en el deber de resolverla, 
segun lo creyere de justicia, ulla vez que hay pedimento de 
parte y el negocio presenta estado. 

La division de poderes está perfectamente establecida en el 
arto 50 constitucional, cuando dice: "El Supremo poder de la 
}1'edemcion se didde, para su ejercicio, en Legislativo, Ejecu­
tivo y Judicial. Nunca podrán reunirse dOfl ó más de estos 
poderes en una persona 6 corporacion, ni depositarse el Le­
gislativo en un individuo." Tratáudose del Presidente de la 
Uepública; que es el depositario del supremo poder Ejecutivo 
de la U nion, dos veces le tocan las prohibiciones de ese artí­
culo; ora se quiera que alguna vez reuna dos 6 más de esos 
poderes, ó que como individuo asuma el poder de legislar. 

Uesulta entónces, qne nunca ni en ningun caso podrá ser 
legislador, segun los preceptos terminantes del referido artí­
culo 50, salvas las disposiciones del arto 29, en su caso, como 
despues verémos. 

¿Qué hizo el Congreso de 1871? Este di6 un decreto en 9 
de Diciembre del mismo aílo, autorizando al Ejecutivo para 
poner en vigor el 06digo de procedimientos que habia man­
dado formar á una comision de letrados, á reserva de que el 
Congreso, más tarde, le hiciera las modificaciones 6 reformas 
que aconsejara la experiencia. 

Esta autorizacion se di6 al Sr. J uarez, pero no hizo uso de 
ella, y su sucesor el Sr. Lerdo, en 15 de Agosto de 1872, y 
sin cuidarse de que las facultades extraordinarias que nues­
tros Congresos otorgan á cada momento, tienen mucho de 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

h�p://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

h�p://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



--i9,~, 

se ha hecho en mnehos casos, porque ese artículo, una vez l'e~ 
fOl'llllt<lo, pasó Rin (liscllsion en el Oongreso conRtitnyente, á la, 
vez que l'Ps]lecto (lel 3':' se enCllent,ran estas notables palahms 
(lel (li¡lIlta(lo }\fata: "Lo qtle hay qne examillar es, Ri cOllvie~ 
ne al ]laíR la lihertad de cnRefiallza, y Ri es cOllyenicnte que 
1(Hln lI01II1)J'(~ tl~llga (hm~el\O de ellseíía\'. Si el pruti<lo liberal 
ha (le RPr eOll:-\('C1H'Il(e con sus principios, tiCllC el <1eher de q11i~ 
ta\' tO(la traha {t la cnseiíanz:l, sin alTptlrarRc ]lor el temor al 
eharlatallislllp, pm's psto ]1l1c(le COIH]¡tcir á restablecpr los gl'e­
lIlios (le artcRanOfl y á sallciollar ell1lollopolio {lel trabajo. Con­
tra el elWl'latallislllO llO hay más remedio que el buen juicio 
de las fUlllÍlias y el fallo de la, opinion. A pesar (le todas las 
1<,,V('s, hay ellal'laUtllPS qlW p,i('\,c(,n las fnneLOlleR (le abogado, 
y llay cUl'all(lr\'os Rin nillguna ('lasr (1(\ ('st11(lios." 

Probado est:l, p11es, qll(\ ('1\ el art. :\~) flü tmtó de la ense­
Dama, y llor lo mismo, Illal se 11l1('(le aplica!' al caso del O. Vil­
ehis, el eual qlwda l'eSllelto por el arto 4':', que establece ht au­
solllta lilwl'tad (lel trab:ljo. 

Si la Corte negara el amparo, en m;te caso, daria un nuevo 
te>-:till1011io, (;01110 hall (lieho al~11JIOS lwl'ióllicos, (le qlle tiene 
<10:-\ lllellida,l para distribllir la ,instieia; y l'esnltaria qne á, la 
Ye~ qne todofl ll's eilUla(lallos (lile han sillo :Illlllarallos, est{m 
Pjel'Cil'lHlo mIs })l'Ofi'siOlwfl y apl'OvpclJúll(lo<;e de fll1S prodndos, 
:í virtn<l (le los precepto,; constitl1eiollal,',; y (le las ejr.cntol'ias 
d(~ la Suprema Corte de .In>-:ti(:ia, al C. Yi!ühisle tocó lafata­
lillad <le llO pOlI!'!' (',Í('l'üel' >-:11 pl'(jf<'~;i()n, ~' úntes bien, que f!ue­
(l(~ üx]wrlita la jllfltit'ia para qnc lo jl1%gl1C corno Clilllillal y le 
apliqlw 1m; jlPll:lS correspondientes. 

~() contrilminS (le mi parte :'t Rl'liH'j:11lte ahsllnlo, y por lo 
mislllo, J'(':-\llllt;)wlo el :tl't. ,i~ (,()llstitnL:iollal, yotar0, confirmall­
do la ktllÜ'lleia. (lel ,Jll('z de J)istrito ql1e otorgó el amparo, no 
sin (lec'il' :'tllte~: que lmho un til'llIpO ('11 qnü me incliné á, ht 
opinion cOlltraria flolo l'éspeeto (le médicos y f:mnaüénticos, 
pOl'quc me parceiall graves, y lllllehas veeefl sin remedio, los 
ma]('s que }llldiemn cansar á la soeif'tla(l; pero deR})UCS, estn­
lliallllo el plll1to constitncionnl, me he cOllvencido lle qne la 
Corte hahia lH'(:ho bien amp:1l':'tn(lo1os, y (le (lue pueden cali­
liean;e (lo l'l'tr{)grallok IOk :tl'gnltlt'utufl que fle exponen pam 
restringir la lihel'tatl del trah:ljo. 

r~a UOl'l(\ llf'gú el flnlparo p{Jr cinco roLdS <In !()~ nl1üYO 1Iagi~tl'ado~ qne conCLlr~ 

rieron, votalldo ele c,;la lW\ll('l'H. Por PI aUljHl\,(>: l(),'; S"CN, Fiscal, nauii¡;tll, BI({!I­

t'O Y c1la8. Eu contra: (lri!::, Sil ldrt ilil , .JeiTlf, ¡'rr"'(fuc.:' y rallar/If, 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



-54-

de ellas no pueden convenir al acusador, en su carácter de par­
te que pide, pudiendo ser comunes al acusador y al reo aquellas 
que se refieren á la audiencia y plena defensa de sus respecti­
vos derechos; pero en el caso de la Sra. Pacheco de Albert no 
nos urgen mucho las garantías del arto 20, nos bastan las del 
2? y 3? incisos del arto 14, cuando dice: "Nadie puede ser juz­
gado ni sentenciado sino por leyes dadas con anterioridad al 
hecho, y exactamente aplicadas á él, lJor el Tribunal que pré­
via~nente haya esútblecido la ley," cuyas garantías son de to­
dos, y en materia criminal la Oorte las ha dejado intactas por 
unanimidad, sin ser cierto que profese la doctrina, como dice 
el juez de Distrito, de que la dicha garantía constitucional solo 
protege al acusado, mas no al acusador. 

Si, pues, es cierto, que uno ó dos miembros ue la seccion 
del Gran J urauo, no son el TríbmmJ que préviamente baya 
estableciuo la ley, y en los procedimientos se ha aplicado in­
exactamente la ley, por no haberse recibido las pruebas de 
las partes, ni escuchádose todas sus defensas, como es de ha­
cerse en todo proceso, y se ha hecho una decJaracioll inusitada 
y contraría a.l texto expreso de la Oonstitucion y de las leyes, 
es indudable, por lo mismo, que están violadas las garantías 
del art.14, en la Señora viuda de Albert, y por lo mismo cabe 
el amparo. 

Tambien creo que se violó la consignada en el arto 8?, por 
no haberse proveido las solicitudes de los acusadores, sobre 
materia esencial, cerrándoles la puerta de sus defensas, como 
si se tuviera el propósito de esquivar la luz en este proceso, y 
porque con el proveido de cajoll: "A su expediente," no se 
cumple con el precepto del arto 8?, que quiere que á toda pe­
ticion recaiga un acuerdo escrito de la autoridad á quien se 
haya dirigido, y no se ocupará de esa solicitud la autoridad 
que la mande á su expediente, sino en el único caso que así lo 
pida el solicitante. 

Mas se dice: que con la declaracion de la Oámara de dipu­
tados no se prejuzga la causa del Gobernador de Veracruz, 
sino que intacta pasará al juez competente; y lo único que la 
Cámara ha hecho ha sido declararse incompetente, con lo cual 
ni viola garantías ni falta á los preceptos de las leyes. 

Ya hemos visto que esa declaracion no es simplemente de 
incompetencia, sino que en su segunda parte absuelve al acu­
sado, y la absolucionno puede hacerse sino despues de un pro­
ceso en toda forma; mas, aún suponiendo que esa declaracion 
fuese simplemente de incompetencia, ella, en el caso, presu­
pone el perfecto conocimiento del delito cometido, por las prne-
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ocupacion de la propiedad, poreausa de utilidad públi~a, y á 
causa de este error se hace á un lado ese artículo siempre que 
no se trata de esa ocupacion por utilidad pública. 

Sin mucho esfuerzo se comprende, que ese artículo tiene dos 
partes: la primera~ establece la regla. "La propiedad de las 
personas no puede ser ocupada sin su consentimiento," como 
si dijera: "La propiedad es sagrada, y nadie puede atentar 
contra ella, porque el propietario encontrará en este artículo 
la más amplia garantía." 

Por este artículo se garantiza al bombre la más perfecta 
seguridad en la tenencia de su propiedad, de modo que sin su 
consentimiento nadie se la puede quitar, y para que consien­
ta es preciso oírlo, por lo ménos, pues no se comprende cómo 
pueda prestar su consentimiento una persona á quien se le 
arranca su propiedad siu saberlo porque no se le oye, y cuan­
do quiera bacer uso de sn derecho ya. se encuentra con que 
esa propiedad ba pasado á ser de otra persona, y todo porque 
segnn la teoría que hoy se establece, la audiencia y la defen­
sa no constituyen una garantía individual consiguada en la 
Oonstitucion. 

Recuerdo que se me replicó diciendo: 'que si segun y6 la 
propiedad es sagrada por el arto 27, ya la intervencion de los 
jueces estaría por demás, y las ejecutorias no podrian hacerse 
efectivas contra esa propiedad sagrada. 

El aJ'gumento lIO lo contesté detenidamente, por parecerme 
inútil y hasta pueril, pues es tanto corno desconocer que las 
garantías están consignadas en la COl1stitucion contra la ar­
bitrariedad de todas las autoridades, á diferencia de cuando 
eUas obran en la órbita' de sus atribuciones, pues ent6nces ni 
hay arbitrariedad, ni puede decirse, por lo mismo, que bay ga­
rantía violada. 

La segunda parte de ese artículo, "sino por causa de utili­
dad pública y previa indemnizacion," establece la excepcioll 
de la regla, quedando intacto el precepto en su primera par­
te: "La propiedad de las personas no puede ser ocupada sin 
su consentimiento," ó como yo la interpreto: "La propiedad 
es sagrada." 

Es, pues, indudable que el! el arto 27, que garantiza la pro­
piedad, están comprendidas necesariamente la audiencia y la 
defensa, pues sin estos requisitos la tal garantía seria nuga­
toria, y yo puedo afirmar, con toda conciencia, que no fué esta 
la mente de los constituyentes. 

Además, tenemos el arto 16, que en lo conducente dice: 
"Nadie puede ser molestado en sus posesiones." Aquí tam-
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bien la regla general, que garantiza á. los hombres la tenencia y 
el goce de sus propiedades con perfecta seguridad, sin que na­
die pueda arbitrariamente despojarlos, sino que una vez ad­
quiridas y estando en posesion de ellas la. Oonstitucion se las 
garantiza contra todo ataque indebido, violento, y que impor­
te violacion de la propiedad. 

La segunda parte dice: "Sino en virtud de mandamiento 
escrito de la autoridad competente, que funde y motive la cau­
sa legal del procedimiento." Aquí tambien la excepcion de la 
regla. El hombre no puede ser molestado en sus posesiones, 
absolutamente hablando, pero puede 1mberlas adquil'ido mal, 
ó comprometfdolas por contrato ó de otra manera, y entónces 
el juez puede molestarlo, por mandamiento escrito que funde 
ó motive la cansa legal del procedimiento. Y yo pregullto: 
,Hay procedimiento (en térmillos legales) cnaudo no hay jui­
cio? ,Puede decirse que hay causa legal del procedimieuto, 
cuando no llay procedimieuto coutra Oortés, pues ni siquiera 
se le ha concedido la audiencia, ni mucho méllos la deftmsaf 
,IUs posible siquiera concebir la causa legal, fundada y moti­
vada, cuando por completo han ütltaao el juicio, la audiencia, 
y la defensa? 

Tambien, pues, en el arto 16 están comprendidas la audien­
cia y la defensa, tratándose de la posesioll y de la propiedad, 
pues no se comprende esta garantía, ni seria garantfa, si el 
individuo no estuviese annado de todos los medios llecesario¡;; 
para defenderlas contra la al'bitl':triedad; y careceria entera­
mente de esos medios, si sin su audiencia se atenta á sus 
posesiones y p~tsan al dominio de otra persona, sin que el po­
seedor sepa nada, sino cuando ya estáu en poder de un ter­
cero. 

Esto 10 reputo, no solo inconstitucional, sino hasta disol­
vente, y yo creo que la Oonstitucion no estableció principios 
disolventes, dentro de los cuales no puede haber sociedad po­
sible. 

Léjos de creer yo, qne porque la propiedad sea sagrada, ya, 
esté por demás la intervencion de los jueces, se ve que acepto 
de lleno el arto 16, sin ninguna illterpretacion, porque uo la 
necesita, y allí expresamente se dá intervellcion á los jueces, 
eu los casos de su competencia, y siempre que procedan en 
conformidad de los preceptos constitucionales. 

Bl constituyente, en medio de la, situacion terrible en que 
se halló colocado, por las circunstancias de la guerra, cuidó de 
garantizar la vida y la libertad, lo mismo que la propiedad, y 
por eso, además de dejar consignadas las garantías de los ar-
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miento, porque de otra manera es imposible el amparo, y sin 
embargo, se ve que no IJor esto es la revisora de todos los ac­
tos de las autol'i(lades del país. 

Como en la Suprema Oorte se ha estableciclo la doctrina de 
intcrpretar los artículos de la Oonstitucion, siempre restrin­
giéllrlolos, aun cuando sean claros y expresos, nada. extraño 
ser{L que en este caso sncerla lo mismo, y que Oelestino 001'­
tés no ohtenga el amparo de la justicia federal. 

Yo, sin embargo, he tenido la. necesidad de fundar mi voto, 
en contra <1el de la mayoría, que ya se percibe por el sentido 
de la <1iscusion, y 10s razonamientos que he expuesto serán los 
que me sirvan para votar en favor del amparo de Oelestino 
Cortés. 

La Corte 110gb el amparo por 7 votos de I(),~ nueve Ulagistrados que concurrieron, 
en este 6\'(lon. Por el amparo: COI/ tl·CJ'« .. ~ y Bllllti8ta. En contra: Corona, Vrtiz, 
Saldl(iia, r'((::fjuI:~ Palacios, Vr(ZllllCz .T. de 11[., Alas, y Va lla/'ta. 

M¡\xwo, JUNIO 7 DE 1881. 

Pella de muerte. PriRciliano Rodrigncz pidió amparo contra el 'rrilmnal Superior 
de J llstieia de ZftCatecaR que lo sentenció {¡la pena capital, creyendo violado 
rn su pel:juicio el arto 23. 

VOTO DEL C. BAUTISTA. 

Se trata en este amparo de la -riela del hombre, y he oído 
aecj¡' que ningnn Magistrado mexicano, teniendo por norma 
la Comltitllcioll de 1857, dejará de apliear la pella de muerte, 
en los casos que aquella determina en su arto 23; pues yo soy 
:l\Iagistrado mexieano, y siempre arreglo mi couducta á la 
Oonstitncion de 1857, y nUllca voto la pena de muerte. He 
profesado el principio de que esa pena está fuera de las facul­
tades de la autoridad, y hoy, Magistrado, he procurado estu­
diar los preceptos de nuestra Constitucion, eminentemen­
te liberal, para ver si mi teoría se conforma con esa ley su­
prema, y yo podria ser consecuente con mis opiniones, sin 
faltar á mis deberes. Lo logré, por fortuna, y por eso habrá 
visto la Oorte que no ha habido un solo caso en que haya yo 

9 
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se invoquen razones más 6 ménos estudiadas, y ataviadas 
con el ropaje de la elocuencia. 

Además, el arto 29 ha respetado la vida del hombre, áun 
en el mayor conflicto que le puede sobrevenir á la Repúbli­
ca, en los casos de invasion ó perturbacion de la paz pú­
blica, ordenando que en tales casos puedan suspenderse las 
garantías otorgadas en la OOllstitucion, con excepcion de las 
que aseguran lct vi(llt del hombre. 

Siempre la Oonstitucioll de 1857 fijó toda su atencion en la 
vida del hombre, y ni podia ser ménos, cuando acababa de 
proclamar que los derechos de éste son la base y el objeto 
de las instituciones sociales. 

loPor qué, pues, en el arto 23 dejó subsistente la pena de 
muerte por algnn tiempo y para ciertos delitos~ Veámos el 
fhmoso arto 23, y examinemos sus prevenciones. Dice: "Para 
la abolicioll (le la pena de muerte, queda á cargo <1e1 poder 
admillistrativo establecer, á llt mayor brevedad, ell'égimen pe­
nitenciario. Entretanto, que<1a abolida para los delitos polí­
ticos, y 110 podrá extenden;e á otros casos, más que al traidor 
.1, la patria en guerra extranjera, aJ. salteador de caminos, al 
ineendiario, al panieida, al hOlllieída con alevosía, premedita­
cíon ó ventaja, á los delitos graves del ól'den militar, y á los 
de píratC'ría que definiere la ley." 

No olvidemos que la Oonstitncion se dió en medio de la 
guerra, cuando todo el ó\'(1en social estaba desquiciado, tenien­
do mil enemigos en contra, hasta en las altas regiones del po­
der, y por lo mismo en momentos supremos para la Repúbli­
ca: á no ser esto, la pella de muerte habría quedado abolida 
enteramente y en todo caso, porque tal era la idea dominante 
en arIuella Oámara progresista; pero las circunstancias eran 
muy diferentes, y por eso apareció el art 23 en sus términos. 

Este artículo en sustancia dice: La pena de muerte debe 
abolirse por insostenible bajo todos aspectos; pero como en 
las circunstancias por que atraviesa el país, esto no es posible, 
el poder administ,rativo estahlecerá el régimen penitenciario 
desde luego, ó á ht ma.yor brevedad, quedando entónces abo­
lida enteramente la pena de muerte. 

Esto decia el Oonstituyente en Febrero de 1857, y á la fecha 
ban pasado veinticinco años sin que el poder administrativo se 
baya ocupado de establecer el régimen penitenciario: y yo pre­
gunto: loIla, pasado la mayor brevedad que tanto recomendara 
el citado arto 23f La culpa, de quien corresponda, en no haber­
se establecido el régimen penitenciario en veinticinco años, 
wuede peIjudicarle al pueblo, {t los derechos del hombre! 
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Nunca el Oonstituyente pudo suponer, y ni siquiera ima,gi~ 
nar, que ~sa mayor brevedad que él ordenó se habia de exten~ 
del' hasta veillticinco aíios, y que en el de 1881 se habia de 
decir y sostener: que esa mayor bret,edall no babia pasarlo, y 
que por lo mismo se estaba dentro del término designado en 
dicho artículo. 

Al discutirse éste, en el Oonstituyente, hubo algunos di~ 
putadoR, que en lugar de "la mayor brevetl(ul" propusieron 
cinco años, y otros diputados querian ménos tiempo; pero es­
tos pensamientos no fneron aceptados, porqne se creyó que 
fijaban un tiempo demasiado largo, cnalldo era segul'O que 
mucLo ántes estada establecido ell'égimen penitellciario. 

Está visto que, segnll el tenor expreso del arto 23, es ven­
cido el plazo qn-e el Oonstituyente fijó para la aboliciou de 
la pena de muerte, y qne hoy, por lo mismo, ya no pUt-'tle 
imponerse, sin que por esto se diga que quedariall impunes 
los delitoR, cuando lIuestras leyes proveen de Ulnltitnd de pe­
nas para cOlTegirlos, obteniéndose mt~jores resultados que con 
la aplieacion (le la pena de muerte. 

Nótese, además, que los términos del artículo 110 son pre~ 
ceptivos, sino qlle (liee: "y no l'0lln¿ extellderse á otros casos 

. más ..... " lo que quiere decir, que la Oonstitucion dejó liber­
tad en la imposieioll de esa pena, pero por uu tiempo limita­
do y preciso, el cual una vez vencido, aquella pena no lmede 
encontrar ya apoyo en los preceptos constitucionales. 

(~lle esta pena es hasta vergollzante, despnes de haberse 
dado nuestra Oonstitucion, y v('lwhlo el plazo para su aboli­
cíon, se demuestra llasta en elmo<1o de (~jecntar"e; en las ti­
nieblas, en lugar oculto, á horas en que lIO se pueden escuchar 
ni las detonaciones de las armas Ili los lamentos de las vícti­
mas; tal parece que causa rnbor la aplicacioll de esa pella, y 
que no se tiene ni la conciencia de la jw,ticia para aplicada á 
la vista de la sociedad. 

En cuauto á la culpa, de quien corTesponda, en haber de­
jado pasar veinticinco años sin establecer el régimen peniten­
ciario, creo que esa culpa, sin referirme á determinada admi­
nistracion, existe, y existiendo, ella no puede pmjudicar á 
quien no ha tenido parte en esa omision. "Alte1"itts culp(t 110-

bis nocere non debet." 
En verdad que la República ha pasado por circllnstancias 

muy difíciles; pero tambien es cierto que ha sobrado tiempo 
y dinero para establecer las penitenciarias, y que por olvido ó 
por motivos que no debo calificar, nada se ba Lecho á este 
respecto en veinticinco años, y lo mismo será si desgraciada-
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mente pasan doscientos ó quinientos, porque los sostenedores 
de la pena de muerte, dicen que están en su derecho, y den­
tro del término marcado en el referido arto 23. 

Tarnhicn se dice: que no habiendo régimen penitenciario, 
que es el que debe sustituir á la pena de muerte, por necesi­
dad hay qne imponerla; sin considerar que tampoco se ha es­
tahlecido el fondo que debe sustituir á las alcabalas; y la Oorte, 
Rin teller en cuenta eRta razon, ampara siempre contra su co­
bro, d:'Lndole preferenciaal precepto constitucional, sobre cuales­
(jniel'éL razones de conveniencia ó necesidad que pudieran 
alpgarse, y tollo esto no por otro motivo, sillo porque la Cous­
titncion es la ley suprema de tolla la Unio)], y contra ella nada 
plle(len las disposiciones en contral'Ío que pueda haber eulas 
Constitllciones ó leyes (le los l~sta<1os. 

No calle dllda que nuestra COllstitnCÍon quiso la abolicion 
de la pella (le lIlllerte, bnjo el régimen peuitenciaI'Ío estahle­
eÍ(lo, 110 en un tiempo indefinido, sino á la mayor brevedad; 
.Y COlllO al deselIllwfíar el eucargo de :l\fagistrados hemos pro­
l.ei'ltal1o cnmplir y hacer cumplir la OOJlslitw:ioll, se entiellde 
en ];t órhita de Iltlestras üwulta(les, pues yo creo que ampa-
1':\'1\(10, cOlltra la pella de IllUel'te, haré!l1os cllmplir al poder 
admillistrativo el precepto de establecer el régimen peniten­
eiario, para que así se \'eritiqll(~ el gran pensalUiento de la abo­
lieioll de la pena de muerte y se cumpla con el precepto cons­
titnCÍollal. 

Po\' estas cOllsi(lemciolles, yo ampararé {¡, Prisciliano Uo­
drigne¡¡;, i'lenteneiado :L la última pella, sill perjuieio de qne se 
le apliq ne la mayor extraordillaria. 

La Corte llegó él amparo por Rei:; rotos de lOA ocho Magistmc10s que concurrie-
1'011, cn e,tc únlcu_ Por el amparo: ContrC¡-¡¡8 y ]Jautist(l_ En contra: Corona, 01'­
ti::, Suldwla, V(¡Z!jIlO::, Palacios, Alas. y Val/l/rta. 
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MÉXICO, JULIO 13 DE 1881. 

A.mpnro pedido por la~ Sras. Tabares, contra el acuerd~ del Ministro de Relacio­
nes declaranuo que la mexicana casada con extranjero pierde sn nacionalidad. 

VOTO DEL 1\IAGISTRADO BAUTISTA. 

Hay una escuela titulada Vallartista, que bien ha podido 
llamarse la escuela de las restricciones, porque propende siem­
pre :'t restringir las garantías individuales, interpretando 108 
preceptos de la Com;titucion, aunque sean cl ar08; y esas in­
terpretaciones, por lo müm10 qne SOIl restrictivas, lastiman, 
muchas veces, los derechos del hombre, y el pueblo nunca 
puede reclbir beneficio de ese sistema, que, sobre ser incollsti­
tncional, detiene el desal'l'ollo del progreso humalHl, en favor 
de las garantías, y se separa del esplritu, eminentemente de­
mocrático, que guió en todos sus actos á los constituyentes, 
al expedir la Constitncion de 1857. 

Ese sistema es, en la actualidad, el dominante; y para que 
se palpen sus resultados, demasiado trascenuentales en daño 
del puehlo, y haRta qué punto esa escuela puede trastOl'llar 
todo nuestro sistema cOllstitndonaJ, voy á emprender el tra­
bajo de señalar aquellos artículos que han sufrido modifica­
cion por eRe sit;tema, ell fl1enm (le la interprctaeion refoltricti­
va, ql1e(lando muchos de ellofol casi lIulifieados para St'l'vir de 
funrlamellto á 1m; amparol'l, y en consecuencia despojado el 
pueblo de sus legítimos dereehos. 

Sucede hoy, qúe de los ycintillueve artículos de que se fhr­
ma la seccion 1~t tlel titulo 19 (1(~ la Constitucioll, y que se lla­
ma: "Derechos del hombre," dos no tienen caSI) en los ampa­
ros, y son el1<:' y el 2U: catOl'ce est:'tn modificados y restringi­
dos, casi nuliticados por aquella escuela, y solo han quedado 
hasta ahora, trece que no han Rufi'ido la interpretacion res­
trictiva, pero que la Rnfl'il'án mas tarde; y de este modo que­
dará enteramente lluliticado el título 1<:' de nuestra COl1sti­
tucion. 

He dicho que catorce articulos están modificados, restrin­
gidos, casi nulificados por aquella teoría, y voy á demostrarlo 
brevemente, recordando algunos hechos que dan más fuerza 
á la demostracion. 

Dice el artículo 3<:': "La enseñanza es libre; la ley dctenni-
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nará qué profesiones necesitan título para su ~jerclClO, y con 
qué requisitos se deben expedir." Pero esto ya no es cierto, 
porque sin que se haya cxpedido esa ley orgáuica, la nueva 
escuela ensefia: que nadie puede ejercer lIínguna profesioll si 
no es con título, qu.e expcdirán los Estados, segun &US Jeyes, 
pues qne á ellos toca el expedir las leyes ol'g[micas de varios 
artíeulos constitucionales. 

Por esta teoría, se desamparó á un agente de negocios del 
Est~tdo de Hidalgo, dejando que se le procesara y penara, por­
quc 110 tenia título; á la vez que á un médico, de otl'O Est[l,do, 
se le amparó, -ántes de aceptarse, por una mayoría, el nue­
vo sistema, - y aquel médieo sin título ejerce liuremeJlte su 
proft>sion, amparado por la Oorte, miéJltras que el poure [l,gen­
te q uelló eJlcel'l'<tllo en la cáJ'ee! porque se atrevió {¡, ejercer el 
derecho cOJlsignado en el citado arto ;~? 

IDI arto 4? dijo: "'l'ütlo hom ure es libre para abrazar la pro­
fesion, industria ó trauajo que le acolllode, sicwlo útil y ho­
uesto, y para aproveclJa¡'se de sus pl'o(luutos .... " mas tam­
poco es esto cierto, segun aq nel sistelua, por la ntzOll que 
acabo de exponer, tratándose del arto 3?, pues ahora todo 
]1Om bl'e tieue q lIe pl'Ovecrse de un título, sin el cual no pue­
de ejercer esos derechos, deuiendo l'epUÜtrso como letra muer­
ta el eitado arto 4° 

Dice el arto [)o: "Nadie puede ser ouligatlo á prestar traba­
jos personales, sin la justa retrilmcion, y t>in su pleno COlUlen­
tirnieuto ..... " pOl'O esa esenela enseÍla: q ne el prouombre 
nadie, no lSe refiere al que presta los tmuajos, sino á aquel á 
quien se prestan; que por lo mismo en esa garantía no están 
comprendidos los trabajos púulicos, debielldo solo referirse á 
los que se prestan de persouét (t persona. Así, uu pobre holU­
hre, albañil, pidió amparo porque se le ouligaba, hasta con 
pdsion y multa, á trauaJar eu nn puente de cal y canto, que 
el gobierno de un Estado maudó construir en un do, y aquel 
trabajo se ]e exigia sin su couseIJtimiento, y sin la justa retri­
buciou; y segun la. interpretacion de qne acabo de bablar, la 
mayoría de la Oorte no 10 amparó, porque se trataba de tra­
bajos públicos, y tal vez hasta ahora ese hombre seguirá pre­
so, porque rehusó trabajar en el puente, ó haurá cedido á la 
fuerza y estará trabajando sin Sil consentimiento y sin l'etri­
bncioll, miéntras que su f¿tlllÍlia perece de hamure, porque 
carece del prodncto del trabajo de ese hombre desgraciado. 

lDI arto 10, dice: "Todo hombre tiene derecho de poseer y 
portar armas para su seguridad y legítima defellsa. La ley se­
ñalará. cuá.les son las prohibidas ..... " Tambien este artículo 
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está modificado, porque segun la nueva teoría, los Estados 
pueden expedir las leyes orgánicas, y tendrémos entóllces tan­
tas leyes orgánicas del arto 10, corno hay !D::;ütdos: más toda­
vía: esa escuela acepta, como ley orgánica del citado arto 10, 
clialquiera ley ó uando de los Estados que nulitique ó res­
trinja ese articulo, y es en vano decir que con csta teoría ya 
no existe el artículo constitucional. 

El arto 12 dice: "No hay ni se reconocen en la República 
títulos de nobleza, ni prerogati1Jas ..... " y la eRcnela ense­
ña: que el fisco tiene el privilegio de administrarse jURticia 
por sí mismo sin obligacion de ir á los Tribunales comunes, 
teniendo además la prerogativa de )]0 poderse llunca despa­
char ejecucion sobre sus rentas, y esto, conforme á 1wa ley 
ele 1850. 

Dice el arto 13: "En la República mexicana nadie pnede 
ser juzgado por leyes privativas, ni por tribunales especia­
les . .... " y la misma escnela sostitme: que llO constituyen 
tribunales especiales los admilJistradores de rentas ejercien­
do la facultad económico-coactiva, embargando, multando, y 
en muchos casos rematando los bienes embargados. 

El art 14 dice, en lo conduccnte: "Nadie puede ser juzga­
do ni sentenciado, sino por lcyes dadas con anterioridad al 
hecho, y exactamente aplicadas á él, por el Tribunal qne pl'é­
viamente haya establecido la ley." I,a misma esencIa dice: 
que aunque la prevencioll de este artículo sea general y cla­
m, debe entenderse en el sentitlo <le (larse la aplicacion solo 
en los negocios criminales y de ninguna manera en los civiles; 
de modo que en éstos, aunque se llieguen la audiencia y lit 
defensa, se deniegue la prueba, se sentencie sin oír, y se des­
poje, arbitrariamente y por capricho, ele la propiedad ~r dd 
derecho, no hay amparo. 

Se ve que, en este punto, la nueva teoría fué más allá de 
lo que debiera, y ha veni(lo á justificar velltajoi'lamcnte {t la 
ley Lerdo, cuando dijo: "No es admisible el reclUSO de mn­
paro en negocios judiciales." 

El art. 15 dice: "No se celebrarán convenios ó tratados, en 
virtud de los que se alteren las garantfas y derechos que es­
ta COllstitucion otorga al hombre y al ciudadano." La escue­
la vallal'tista enseiía: que sobre esto, el poder administrativo 
puede hacer lo que mejor le parezca, á pesar de lo que dijeren 
]a Constitucion y los tratados. Así, tenemos celebrado un tra­
tado con los Estados UnidOR, sobre extmdicion de reos cri­
minales, en que se dice terminantemente, que tratándose de 
ciudadanos mexicanos, el Gobierno de México no tendrá obli-
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gacion de entregarlos al de los Estados Unidos; pero hubo un 
caso en que se intentó hacer lo contrario; el mexicano pidió 
amparo, y una mayoría de la Corte se lo negó, segun la nue­
va escnela, inventándose entónces 'un(t facultad potestativa, y 
diciéndose: que si Lien el tratado no oLliga á México á entre­
gar al Gobierno de los Estados Unidos á ciudadanos mexica-
1I0S, podia hacerse esto, sin embargo, en virtud de esa facultad 
potestativa, y el caso fué que el amparo se negó, y que el ciu­
dano mexicano fué entregado al Gobierno de los Estados U ni­
dos para que hiciera de él lo que lllPjOl' le pareciera. 

lD~a facultad potestativa, invencion original de la escuela 
Yallarti~ta, equivale á uua 7~ base de Tacubaya, y ante este 
lluevo poder, ya no hay ni puede haber Oonstitucion posible. 

El arto ]Ji dice: "Nadie puede ser molestado en su persona, 
familia, domicilio, papeles y posesiones, sino en virtud de man­
damiento escrito de la autol'Ídaa competente que funde y mo­
tive la causa legal del procediltliento." La escuela dominante, 
l'estl'Ínge y modifica el requisito de que el maudamiento ven­
ga de la autoridad competente, porque segun sus teorías, aquí 
110 He trata de la incompetencia de orígeu; tampoco de la ju­
risdiceioual, sillo úllicamente de la competencia coustituciollal, 
y ni siquiera ésta, observa, en muchos casos, pues niega los 
ltlllparOil contra las leyes de ütCultades extraordinarias sobre 
sal teadores y plagiados, en que los jefes polí ticos eran los j ue­
ces, á pesar de lo mandado expresamente en el arto 50, cuya 
garalltía constitucional DO se ¡,;uspendió, áutes de expedirse 
aquellas leyes, ni podia suspenderse, porque forma la base 
constitutiva ele nuestras instituciones, ni se refiere á ella el 
arto 29 constituciollal. 

Hoy, el Sr. Yallarta nos trae otra nueva teoría, pues quiere 
que ya uo se califique la causa legal del procedimiento, segnn 
se ha visto en el discurso que acaba de pronunciar, y quitada 
la competencia, y la causa legal del procedimiento, el Sr. Pre­
sidente ha pronunciado la última palabra, como el comple­
mento de sus teorías, y estoy seguro de que una vez aceptadas, 
ni los mismos constituyentes reconocerían ya su fumoso artí­
culo 16. 

El arto 17 dice: "Los tribunales estarán siempre expeditos 
para administrar justicia;" y el Señor Presidente niega los am­
paros contra las leyes que ordenan, en algunos Estados, que 
no se administre justicia si el ocurrente no acredita prévia­
mente estar expedito en el pago de sus contribuciones. Por 
fortuna su voto ha quedado aislado, pues toda la Corte se ba 
negado á admitir semejante teoría. 

10 
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El 19 está tambien modificado por la nueva escuela. Dice 
este artículo: "Ninguna detencion podrá exceder del término 
de tres dias, sin que se justifique con un auto motivado de 
prision," y aql,lelJa doctrina enseña: que ese término debe con­
tarse desde que el reo esté á disposicioll de su juez compe­
tente; y como despues de la captura puede pasar por muchos 
jueces, que no sean competentes, ó los jefes políticos no hagan 
la consignacion porque no hay escoltas para conducirlos, ó por 
cualquiera. otro motivo, resulta que esOS ciudadanos no pue­
den pedir amparo, y su detencioll se puede prolongar no solo 
por más de tres dias, sino por años enteros, á pesar de lo que 
ordena el citado artículo 19. 

El 21 ¡;lice: "La aplicacion de las penas, propiamente talES, 
es exclusiva de la autoridad judicial. ... " lilas esa escnela en­
seña: que los jefes políticos puedell ser jueces, y basta conde­
nar á muerte, y que esto ¡lO se opone al precepto del arto 21. 

El 22, prohibió, para siempre, entre otras penas, la coufis­
cacion de bienes; y la escuela dice: que cuando esos bienes se 
confiscan por el Erario, en los casos de contrabando, entónces 
no debe tomarse en cuenta la probibicioll del arto 22. 

El 23 dice: "Para la abolicioll de la pena de muerte, queda 
á cargo del Poder administrativo, el establecer, á la mayor 
brevedad, el régimen pellitellciario; y como segun la nueva 
doctrina, despues de haber transcurrido veillticiuco añm;, aun 
no ha pasado la mayor brevedad, que tallto recomeudara la 
Oonstitucion, resulta que la pena de muerte se puede seguir 
imponiendo, constitucionalmente, aunque trallscurran doscien­
tos, quinientos, mil años, pues aún estamos, y estarémos den­
tro del término, y nadie puede quejarse, ni bay obligacion de 
cumplir y hacer cumplir la expresada prevencion del arto 23. 

El 27 dice: "La propiedad de las personas no puede ser ocu­
pada sin su consentimiento, sino por causa de utilidad pública 
y prévia indemnizacion," y la nueva doctrina enseña: que la 
propiedad se puede ocupar hasta sin la audiencia y la defensa 
del interesado, quedando en consecuencia nulificada la 1:: parte 
del precitado arto 27. 

Hasta aquí los artículos del tít. 1?, seccion 1:; de la Oons­
titucion, restringidos por la nueva escuela, y siguiendo ade­
lante encontrarémos nuevas doctrinas que llan hecbo que otros 
artículos de la Oonstitucion tambien queden nulificados. 

Así, la fraccion P del arto 30, dice: "Son mexicanos los na­
cidos de padres mexicanos," y la escuela Vallartista sostiene: 
que las mexicanas casadas con extranjeros son extranjeras, y 
esta teoría la funda en la ley más retrógrada que hemos te-
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nido, la de 30 de Enero de 1854, expedida por el que llegó á 
titularse Altez(t Serenísima. 

Sigue la fraccion 2\\ del arto 31 que dice: "Es obligacion de 
todo mexicano contribuir para los gastos públicos, de la ma­
llera proporcional y equitativa que dispongan las leyes; pero 
esto ya no tiene caso desde el momento que esa escuela en­
seiía: que la propol'cion y equidad, de que babIa la Oonstitu­
cion, nadie la puede calificar, y por lo mismo esas palabras 
sobran en dicllO artículo. 

El 50 que establece la division de poderes, diciendo que Ullll­

ea se pueden reunir dos 6 más, en UIla persona 6 corporacion, 
está tambien modificado, pues la nueva doctrina enseña: que 
en algnllos casos se pueden reunir, sin inconveniente algnno, 
(jomo cuando los jefes políticos hacen de ju~ces, sentenciando 
á la pena de muerte, 6 los administradores de rentas embar­
gall y yen den los bienes por adeudos fiscales, etc., etc. 

1m arto 70 designa los requisitos constitucionales á que de­
hen sujetarse las leyes para merecer este nombre; y la nueva 
escuela enseña: que son leyes, sin emhargo, aquellas que no 
se sujeten él esos requisitos, y que por lo mismo se expiden 
contra los preceptos terminantes de nuestra Oonstitucion. 

I..Ia fraceioll 1~ del arto 112 probibe á los Estados, el impo­
nel' contrihuciones 6 derechos sobre importaciones ó exporta­
ciones; y la teoría Vallal'tista dice: que por importaciones y 
exportaciolles debe entenderse el aeto de importar ó exportar, 
dcdnciendo de aquí que solo en los puertos, y á la hora del 
em barque y desembarquf', es cuando los Estados no pueden 
imponer aquellos derechos, como si los Estados tuvieran fa­
cultad de ir á legislar á los puertos, y como si una opinion par­
ticular pudiera reformar el artículo constitucional, que expre­
samente habla de las importaciones y exportaciones, y no del 
acto de importar 6 de exportar, habiendo notable y esencial 
diferencia entre ambos conceptos. 

El arto 124 dijo: Para el dia H de Junio de 1858 quedarán 
abolidas las alcabalas y aduanas interiores en toda la Repú­
blica; y la nueva teoría enseña: que ésta no fué una promesa 
que se hiciera al pueblo, sino un precepto del constituyente 
al legislador, que éste cumplirá cuando mejor le parezca, y que 
por lo mismo las alcabalas se han podido y se pueden seguir 
cobrando despues del1? de .Junio de 1858. Por fortuna esta 
teoría no ha sido aceptada por la Oorte, y solo votan en favor 
de las alcabalas el Presidente y UllO 6 dos Magistrados. 

El arto 126 dice: "Esta Constitncion. __ . será la ley supre'­
roa de toda la U nion. Los jueces de cada Estado se arregla-
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rán á dicha Oonstitucion ..... á pesar de las disposiciones en 
contrario que pueda habel' en las constituciones ó leyes de los 
Estados," y tambien este artículo ha sufrido mucho con las 
interpretaciones de la nueva escuela, supuesto que da prefe­
rencia á ciertas leyes inconstitucionales, sobre la misma Oons­
titucion, y acepta, como orgánicas, muchas que le son con­
trarias, como dictadas por Gobiernos despóticos, que nunca 
pudieron aceptar los principios liberales y progresistas en que 
descansa nuestra Oonstitucion. 

Esa escuela ha venido poco á poco desarrollando sus teorías, 
hasta haber conseguido, lo que parece increible, la modifiea­
cion restrictiva, y en muchos casos la nulificacion de los artí­
culos que he copiado, y animada seguramente con sus triuufos, 
y contando con la.obediencia pasiva de los jueces, y hasta con 
los elogios de algunos escritores públicos, que se los prodigan 
al jefe de esa escuela, tal vez sin profundizar las cuestiones de 
que se ha ocuparlo, hoy viene á pronnneiar la última palabra, 
como complemento de sus teoríaR, y consiste: en que en lo su­
cesivo no se conceda amparo sino solo por la violacion de las 
garantías que expresamente se consignan en el título 1?, sec­
cion 11;1. de la OOllstitucion, yeso restringidas como actualmente 
lo están, segun las doctrinas de esa escnela. 

Semejante teoría es bastante atrevida, y sobre todo incons­
titucional, pues á tanto equiyale como á decir que la Suprema 
Oorte de J Ilsticia, desde su instalacion, conforme á los pre­
ceptos const,itucionales, no ha comprendido su alta mision, se 
ha equivocado, y que hoy debe cambiar de conducta, aeeptan­
do ese sistema de restricciones, que tan ingeniosamente se le 
propone. 

Yo confieso, con toda la modestia de que soy capaz, que lo 
aceptaría dócilmente, y hasta sin díscusion, sí él fuera cons­
titucional; pero no lo es, y voy á esforzarme en exponer mis ra­
zonamientos, para que el país sepa en lo que me fundo al no 
aceptar ese sistema, que sobre ser oneroso al pueblo lo reputo 
inconstitucional, y nada conforme al espíritu ele nuestras ins­
tituciones. 

Quiero creer que el Sr, Presidente nos propone esa teoría 
de la mejor íntencion; que ella es el fruto de sus constantes 
estudios, y que hasta su justificacion, en el cumplimiento ele 
sus deberes, interviene al exponernos aquí sus conceptos, y es­
to mismo servirá para que él mismo comprenda que mis ra­
zonamientos no se dirigen á su persona, muy apreciable y 
respetable por cierto, sino á sus obras, combatiéndolas yo en 
el terreno constitucional, que es mi deber. Sirva esto tambien, 
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para que si alguna expresion mia parece dura, 6 alusiva á un 
individuo determinado, yo protesto que mis conceptos solo se 
refieren á las cosas y de ninguna manera á las personas, y sí 
á sus actos, y bajo esta salva, entro á tratar el punto que está 
á discllsion, diciendo ántes, que sobre los gravísimos males que 
causaria la admision de la nueva doctrina, ella contraviene al 
texto expreso del arto 16, que quiso establecer y consignar 
una garantía amplísima, referente á las personas, considera­
dás individnalmente ó en familia, para que nadie las moleste 
en su domicilio, papeles y posesiones, sino solo en virtud de 
mandamiento escrito de autoridad competente que funde y 
motive la cansa legal del procedimiento. 

Bu el precepto se notan estos dm; verbos, fundar y motivar, 
y es que no son sinónimos, pues el pI'Ímero significa: "Apo­
yar con motivos .Y razones una opillion, dictámen, etc., etc.," 
y el spgullllo: "Dar {¡ explicar la !'azon () motivo de alguna 
cosa;" de modo que, los Constituyentes fueron tan escrupulo­
sos, y tan exactos en el uso de las palabras de este artículo, 
que 110 permitieron que la molestia se infiriese por cualquiera 
autoridad y de cualquiera manera, sino mediante mandamiento 
escrito de la autoridad competente, que fnnde y motive la causa 
legal del procedimiento; resultando de aquí, que toda molestia 
qne se infiera sin mandamiento escrito (fuera de los casos de 
aprehensioll infraganti), la. que venga de autoridad incompe­
tente, () que no fUllde y motive la causa legal del procedimien­
to, ameritan el amparo. 

Bste es el artículo; y siendo claro, expreso y terminante, no 
necesita de ninguna interpretacion, pues ésta debe reservarse 
para los casos dudosos, 6 para aquellos en que falta la ley. 

Dedúcese de todo esto: que la autoridad ha de ser compe­
tente; ha de librar mandamiento escrito; ha de apoyar su 
6rden, es decir, ha de tener fundamento para expedirla; y 
Ita de dar ese fundamento en la misma órden, para qne en­
tónces, y solo así, pueda decirse que hay causa legal del proce­
dimiento. 

Nada de esto acepta la nueva doctrina, porque la compe­
tencia, segun se ha visto, la tiene muy restringida, casi nu­
lificada; la órden por escrito la juzga innecesaria, en muchos 
casos, y hoy pretende que ya no se califique la causa legal del 
procedimiento. 

Sin causa legal del procedimiento, queda enteramente abier­
ta la puerta á la arbitrariedad; y lo mismo es que no la baya, 
como que natiie la califique, y yo creo que la Suprema Corte 
de Justicia tiene necesidad, por su propio deber, de dictar re-
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soluciones de verdadera interpretacion constitucional cuando 
falte la ley, ó sus preceptos sean oscuros ó dudosos, en cuyos 
casos siempre debe guiarse por el espiritu de nuestra Oonsti­
tucion, cuyo depósito se le 11a confiado; pero de esto, á inter­
pretar todos sus artículos sin necesidad, y siempre contra el 
expreso tenor de esos artículos, y contra la mente de la Oons­
titucion, hay una diferencia inmensa. Yo creo que faltaria á 
mi deber aceptando semejante teoría, y con conocimiento de 
causa nunca falto á mis deberes. 

Ouando en otras veces he combati<lo el sistema de restric­
ciones, diciendo, entre otras cosas, que la materia de garantías 
es favorable, y que en caso de duda, los preceptos de las le­
yes deben ampliarse y no restringirse, me ha contestado el Se­
ñor Presidente: que el principio que dice: "FavorabiUa mn­
lJlictnd(t, odiosa 1'estringenda," es propio y exclnsi vo del 61'dell 
comun, en jurisprudencia, y que por esto no tiene aplicacion 
en materia constitucional. 

Esta respuesta, arbitraria, permítase me la palabra, y desti­
tuida de todo fundamento, no satisface, y sobre todo la incon­
secuencia á semejante opinion, la descubren los mismos hechos, 
puesto que del principio se acepta una parte, la de restriccio­
nes, y como si los derec110s del hombre fueran odiosos, siem­
pre esa escuela los restringe, sin que haya un solo caso en que 
la illterpretacion se haya ampliado, y por esto un Sr. Magis­
trado ha llamado á esa escnela, la eseneIa de las restricciones. 

Si la doctrina que hoy se nos propone se aceptara por la 
Oorte, suprimiendo en lo sucesivo la eausa legal del procedi­
mieuto, absteniéndose de caliticarla, y no amparando sino solo 
por las garantías que contiene la scceion 1~ del título 1? de la 
Oonstitucion, ya estarian por demás los arts. 50, 78, 79, 88, 
108, 109, 112, 121, 124 Y 127; ya no debería ampararse pOI' 
la leva, porque ésta no es ulla garantía consignada en el tít.l? 
de la Oonstitncion, puesto qne el arto 5?, que ántes fundaba 
esos amparos, segnn la escnelaValIartista, habla solo de los 
tmblljos que se prestan de persona ú persona, sill comprender 
los públicos; y en el 16 tampoco potll'ian fundarse, una vez 
aceptada la nueva teoría; tampoco tendrían caso los amparos 
por a1eabalas, ni los qne se piden contra las autoridades de 
Tepie, porque la forma de Gobierno 110 es una garantía indi­
vidual, como tampoco lo es el pago de las alcabalas, ni están 
contenidas en el referido tít. 1? de la OOllstitncion; ni tendrian 
por fin caso las fracciones 2~ y 3~ del arto 101 de la Oonstitu­
cion, si solo debiera ampararse por las garantías designadas 
en el referido titulo 1? 
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Se ve, pues, que semejante teoría es inaceptable por incons­
titucional, y causada males de incalculable trascendencia. 

Tratándose de escuelas, hay otra que propende á amparar, 
en todo caso, dando una extension á los preceptos constitu­
cionales que no tienen, y tampoco puede aceptarse, porque no 
es cOllstitucional. 

Es verdad que esta escuela constituida á la Suprema Oorte 
de Justicia en un Poder abRoluto, ulJiversal y revisor de todos 
los actos de las autoridades del país; pero esto no es cOllfonne 
á lluestro modo de sér, ni procede de nuestra Oonstitlleion 
que es, y debe ser siempre la ley suprema de toda la Union. 

No estoy filiado, no quiero estarlo en lJiuguna de estas dos 
escuelas, que tí toda luz son inadmisibles, y sí pertenezco y 
quiero pertenecer, tí aquella que consiste: en observar estric­
tamente la Oonstitllcion, sill interpretaeÍones innecesarias, é 
irla aplicando en cada caso, segull corresponda, sin ocul'l'ir á 
las interpretaciones, sillo cuando sus preceptos sean oscuros 
6 dudosos, de manera que hagan necesaria, casi ineludible, la 
intel'pretacion. . 

Ya debo hablar del amparo qne está á discusion, pedido 
por las Sras. 'l'abares, contra la deelantcioll del Ejecutivo, he­
cha por medio del JHinistel'Ío de Helaciones, diciendo: que no 
há lugar á declararlas mexicanas, y que puedan en consecuen­
cia hacer el comercio de cabotaje, porque siendo casadas con 
espafíoles, han perdido su uacionalidad, cOllforme ú la ley de 
30 de Enero de 1854. 

Al principio de esta discusion, es decir, en la aulliencia del 
dia 9, creí que el amparo 110 procedia, pero uo por las razones 
expuestas por el Sr. Presidente, para que solo se conceda am­
paro por las garantías del tít. 1?, seccion 1~ de la Oonstitucion, 
que no puedo aceptar, sino porque la declaracion del Ejecuti­
vo no habia causado ejecutoria, supuesta la inconfonnidad de 
las Señoras Tabal'es, teniendo éstas su derecho expedito para 
ocurrir al juez competente, tratándose, como se trata, de un 
punto contencioso; pero rectificados mis cOllceptos, á la vista 
del expediente, y observando que aquella declaracion, versó 
sobre la nacionalidad, y ha surtido y está surtiendo sus efec­
tos, he debido reformar mi juicio, en el sentido de conceder el 
amparo, y voy á razonarlo. 

Es un hecho que las Sra. Tabares son hijas de mexicanos, 
y esta nacionalidad la tienen perfectamente asegurada por la 
Oonstitucion, cuando dice, en su arto 30:-"Son mexicanos: 
l. Todos los nacidos dentro ó fuera del territorio de la Repú­
blica, de padres mexicanos." 
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pone á todos los j uecea; y como éstos nunca jU7Jgan de la Cons­
titucion 6 de la ley en abstracto, sino de su aplicacion en ca­
sos determinados, ni están encargados tampoco de dar reso­
luciones generales sobre la incolJstitucionalidad de una ley, 
resulta que 10 que pueden hacer es decidirse por el cumpli­
miento de la COlJstitucion, dándole la preferencia sobre la ley 
del Estado, que en su concepto y notoriamente sea contraria 
á la misma Constitucion. 

La generalidad del precitado artículo está manifestando 
que se refiere {L todos los jueces, desde el más pequeño hasta 
el más elevado; al que tiene jlll'Ísdiccion propia en el negocio 
de que se trate, ó bien al simple ejecutor, y todos á la vez de­
ben cumplir la prevencion del artículo constitucional, en sus 
tÓl'Iuinos, es decir, normando Sil conducta á la Constitucion, 
{t pesar de lo que ordenen las Constituciones ó leyes de los 
E:.;tados. 

Pero se dice: que esto introduce el desórden en la adminis­
tracion: y que lo;;jueces inferiores 110 pueden revocar las sen­
tencias ó resoluciones de sus superiores. El des6rden no se 
concibe, al tratarse del cumplimiento de un precepto consti­
tucional, pues yo entiendo que el Congreso constituyente no 
estableció un principio disolvente en el arto 126, y ántes bien 
la obligacion que impone á todos los mexicanos, y especial­
mente á los jueces, para sujetarse ante todas cosas á la Cons­
titncion, es la parte práctica del pensamiento que proclama 
la misma Constitucion, diciendo que ella es la ley suprema 
de toda la Ullion. 

Por otra palte, los jueces, al cumplir con esa obligacion, 
no revocan las resoluciones 6 sentencias de sus superiores, si­
no que no las cumplen, por ser contrarias á la Constitucion, 
y en semejante conflicto optan por ésta, en conformidad de 
lo mandado en el repetido arto 126; esto, en el caso de ser sim­
plemente ejecutores, pues si tienen jurisdiccion propia, y 
obran en negocio de su competencia, ent6nces tienen períec­
ta libertad de accion, y deben aplicar, en los casos que ocur­
ran, la Constitucion, á pesar de lo que en contrario digan las 
Constituciones ó leyes de los Estados. 

No debe esperarse á que la ejecucion de la sentencia inconsti­
tucional hiera algun derecho que pudiese fundar el amparo, 
porque puede haber sentencias que, siendo notoriamente in­
constitucionales, no hieran directamente algun derecho indi­
vidual, y porque otras, ejecutándose, pueden causar perjuicio 
irreparable, en cuyo caso el amparo seria ineficaz y hasta in­
oportuno. 
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No cabe duda, por tanto, que el arto 126 es diverso de los 
artículos 101 y 102 constitucionales; y si bien el primero lme­
de resolverse por la vía de amparo, cuando hiere un derecho 
del bombre y éste promueve el reclll'so, hay otros casos en 
que la inconstitucionalidad de la ley no guarda las mismas 
condiciones, y sin embargo en los jueces existe siempre la 
obligacion de observar la Oonstitucion sobre las leyes de los 
Estados. 

El precepto del arto 126 parece tan natural, qne en el Oons­
tituyente se aprohó sin (lisCIlSioll, por setenta y nueve votos 
contra uno, lo qne indica que se consideró necesario, ohvio y 
como complementario del primer precepto de dicho artículo, 
proclamando á la COl1stitncion como la ley suprema de toda, 
la Union. 

Sucede que entre nosotros 110 han desaparecido 19S génne­
lles vetustos del principio (le alltori{lad, tan mal comprendillo 
por las autoridades y funcionarios que se han ido sllcediellClo 
desde el régimen colonial, y aÍln se cree que, á ejemplo de lo 
que se observa en nuestro ejército, conforme {t las vipjas or­
denanzas, al inferior no le toca más que obedecer, como si el 
superior estuviera uotado ele una infalibilicIacl suprema. 

En este punto la Constitucion de 1857 está sobre la orde­
nanza del ejército, y ella ha querido destruir esa obediencl:t 
ciega, bruta, á las órdenes del superior, y por eso ha estable­
cido la benéfica institucioll de los juicios de amparo contra 
todas las autoridades, y por eso la grall(liosa y saludable }lre­
vension del arto 126, ordenallllo que la OOllstitucion es la ley 
suprema de toda la Union, y que contra ella nada pueden ni 
las constituciones ó leyes de los Estados, ni las sentCllcias, ór­
denes ó resoluciones de cualquiera autoridad que pugnen COl! 

eIJa; y para hacer práctica esta prevencion, ordenó á todos los 
jueces que, en semejante confliuto, cumplan con la Oonstitn­
cion, siendo éste uno de los más altos deberes que tienen que 
llenar los encargados de la adminiHtraeion de la justicia. 

Llama mucho la atellcion que el Tribunal Superior de Ohi­
huabua, más bien su Presidente, cuya ilustracion nadie le 
niega, baya dado en este caso un ejemplo de inmoralidad cons­
titucional, pretendiendo que su resolucion destacada merecie­
ra más respeto que los preceptos de la OOllstitucion. Su celo, 
tal vez sea disculpable para los sostenedores del principio de 
autoridad, en todo caso; pero la OOlJstitucioll condena su pro­
cedimiento á toda luz, sin creer yo por esto que la Oonstitu­
cion repruebe el respeto que se debe á la autoridacl, cuando 
ésta se ~contiene dentro de la misma Constitucioll, pues en-
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Muces ese respeto es más elevado, y así es como debe soste­
nerse el principio de autoridad. 

Las opiniones se han dividido, en esta Suprema Corte, sobre 
l:t necesidad y conveniencia de establecer, en esta vez, la inte­
ligencia lJue deba darse al arto 126, y yo he Cl'ei,lo que no ha­
bia necesidad de aplazarla para más tarde, ora porque el am­
paro pl'Omovido pOI' el C. J nsto Prieto, la comprende de lleno 
y se nos preRenta un caso especial para afrontar esa cucstion, y 
ya porque el sileneio de la Corte sobre un punto tan importan­
te, (laria lugar á dhTersas interpretaciones de incalculable tms­
cel\(lencia, creyéndose en algullos Estados que Jos jueces co­
meten un delito por lIO acatar las leyes del mismo Estado, 
cmtlHlo éstas contrarían los preceptos constitucionales. 

Dnjo, pups, eRtablecida mi o]linion sobre la inteligencia del 
arto 126 ,le la Constitucion, y por las consideraciones expues­
tas, yo étlll pararé al C. Lic. Justo Prieto, contra todos los pro­
e¡~,limielltm; del 'l'rihunal Snperior de CiJihuahua, porque en 
ellos ha habido inexacta aplicacion de la ley, y porque ha fal­
tado pOl' completo la cau¡;;a legal del procedimiento, vioJ{tIldo­
se, en consecuencia, los artículos 14 y 16 de la OOllstitucion. 

La Uorte alllpflró al qlH'joHo por unanimidad ell es lo (,nlen: Iguacio L. Vallarta., 
l1Iall1U:/ ,l/as, JIig1lel Blanco, .ro.,,5 )[ar;!1 ]Jf/Iltista, .!I/al! .!J. VazqllAZ, E/cu­
II'1'io Afila, Jes/ls JI. Vazq/lcz Palacios, JI. ('ontroras. PI/scual O/·tiz, P. J. Co­
rOI/II. 

E'llero ~oncedido pOI' lOH E,tados lÍ sus jueces de primera in"tancia. Amparo pe­
dido ]JOI' el U. Lic. Jnan Ferriz, contra una ref\olucion de la I,egislatura del Es­
tado de México, qne lo declaró culpable de delito" olidales, por creer violallo8 
lOH artículos 1:1 y 14 de la Uonstitucion. 

VOTO DJiJL MAGISTRADO BAUTISTA, 

IDI Lic. Juan ]i'erriz,juez de primera instancia de Tejllpilco, 
en el Bstado de México, ha pedido amparo por creer violadas 
en su persoua las garantía.s de los artículos 13, 14 Y 16 de la 
Constitucion, porque la Legislatl1l'a de aquel Estado, erigida 
en gran jurado de acusaeion ó de hecho, lo declaró culpable de 
delitos oficiales, en virtud de un fuero que él no reconoce, 
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siendo así, que eljuez competente parajrtzgarlo es y ele be ser 
el Tribunal Superior, cuyas facultades, á este respecto, no es­
tán derogadas ó modificadas en la reforma constitucional que 
estableció aquel fuero, y el juez de Distrito lo ampara, por ha~ 
ber sido juzgado por un Tribunal especial, violando en su per­
sona la gara,ntía del arto 13. 

Hé aquí un negocio nuevo y demasiado grave para una re­
solncion acertada de la Corte, pues se trata de la materia de 
fueros, que siempre ha tenido grande importancia, y sobre 
todo, porque en esta materia se interpone la soberanía de 
los Estados, respetable por más de un título, áun en la con­
sideracion de nuestros constituyentes; sin embargo, la Cons­
titucioll que 1m sido la norma de mis estudios, me da ma­
teria bastante para, resolver esta cllestion, si ella se consi­
dera léjos de las pasiones políticas, y sill afectarse demasiado 
por la ~oberanía ue los Estados, que nunca debe traspasar los 
límites de la Oonstitucion federa1. 

Antes de entrar al tratamiento de las cuestiones que este 
amparo contiene, es preciso advertir que no se tra,ta de salvar 
al que se supone delincuente, ni ménos ponerse de su lado pa­
nt que bUl'le la accion de la jnsticia, dejando impunes sus de­
litos, porque ni es esta la misioll de la Suprema Corte, ni le 
toca examinar la conducta del jnez de 'l'ejnpilco, en los deli­
tos oficiales de que es acusado. Aquí se trata nada más de la 
cuestion constitucional, ó sea de la competencia de la Legisla­
tura del Estado de México para juzgar al juez :E'eniz, en vir­
tud del fnero que aquel Estado otorga á los jueces de prime­
ra instancia, llivelálldolos COII el que el mismo Estado ha 
otorgado á sus altos funcionarios. 

Voy á tratar primero esta cnestion en abstracto, bajo su 
aspecto constitucional, y despues descenderé á los hechos es­
peciales del caso, para de esta manera expresar mejor mis 
conceptos, abriendo la discusion con la franqueza que es de­
bida" para el mejor acierto en el fallo que la Corte tendrá que 
pl'onullciar, yal mismo tiempo expondré los fundamentos que 
tendrá el voto que voy á emitir. 

El Estado de México ha extendido el fuero que sus altos 
funcionarios disfrutan {t los jueces de primera instancia y á 
sus jefes políticos. iPuede hacerlo conforme á sus facultades 
y con arreglo á la Constitucioll? Est~t es la cnestion que será 
preciso resolver en abstracto, y despnes será obvio dar solu­
cion á las demás cuestiones que en este amparo se tocan. 

Es cierto que segun el arto 117 de la Constitucion, "las 
fhcultades que no están expresamente concedidas por esta 
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Tal vez si, en estricto derecllO constitucional, supuesto que 
la Oonstitucion, en su arto 13, destruyó los fueros, dejando solo 
subsistente el de guerra para los delitos y fltltas que tengan 
exacta conexion con la disciplina militar; pero como ella mis­
ma, despues, en su arto 103 estableció el de los altos funcio­
narios de la federacion, y el de los gobernadores de los Esta­
dos, solo por iufmccion de la Oontitucioll y leyes federales, es 
preciso buscar la razon de esto, para deducir despues có­
mo puede sostenerse el fuero de los altos funcionarios de los 
Estados. 

Una vez adoptado, en nnestra Oonstitucion, el Gobierno 
republicano representativo popular, era preciso proveerlo de 
todos los medios necesarios á su estabilidad, para que no á. 
pretexto de cualquiera queja ó acnsacion, esos poderes des­
aparecieran, 6 cuando méuos se incompletaran, dejando al 
país en verdadera acefalía, y por esta razon principal, y á pe­
sar de lo dispuesto en los arts. 12 y 13, hubo absoluta Jlece­
sidad de establecer, en la misllla Oonstitucion, el fuero de los 
altos fUllcionarios de la federacion, otorgálldose ese fuero solo 
{t los diputados al Oongreso de la Ullion, hoy talllbiell á los 
senadores; á los indi viduos de la Suprema Oorte de Justicia; 
á. los Secretarios del despacho; á los Gobernadores de los Es­
tados y al Presidente de la Uepública, debiéndose advertir que 
en el proyecto relativo {t este artículo, se comprendia talllbÍtm 
á los jueces de Distrito y lHagist,rados de Oircuito, y fueron 
borrados, y con trabajo pasó el de los Gobemadores de los 
Bstados, por considerárseles en algunos casos, como agentes 
de la federacion, y COIl la obligacioll de promulgar las leyes 
federales. 

Se ve, por tanto, muy marcada la intencion de los Oonstitu­
yentes para no otorgar ese fuero sino {t los altos funcionarios 
de la federacion, por la razon m uy poderosa de conservar siem­
pre la forma de Gobierno, adoptafl;t en la Oonstitueioll, sill 
exponerla á los vaivenes de la política, 6 á la exageracion de 
las pasiones. Dedúcese de aquí, que sí en los Estados lutj' la 
misma razoll, por tener que adoptar la misma forma de Go­
bierno, entóllces, por consideraciones allálogas, por razones de 
interpl'etacion benigna, pueden los Estados otorgar á sus al­
tos funcionarios el fuero que la federacion otorga á los suyos; 
pero de esto á prodigarlo, á guisa de mercancía, ó por razones 
que fácilmente se comprenden, hasta á los jefes políticos y á 
los jueces de 1~ instancia, hay una diferencia inmensa, y tal 
prodigalidad es contraria y contraviene á lo mandado en los 
precitados arts. 12 y 13 de la OOllstitucion. 
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Dar esa facultad á los Estados, seria lo mismo que recono­
cél'selas para dar fuero á todos sus empleados, á todas sus 
autoridades, y hasta á los ciudadanos, y esto ni es propio del 
sistema republicano representativo popular, ni se conforma á 
los preceptos de nuestra Oonstitncion. 

Resulta, pues, que si los Estados han podido otorgar fuero 
á sus altos funciollarios, por las mismas razones que la Oons­
titucion lo estableció á los de la federacion, no pueden ir más 
allá, puesto que no les corresponde por la misma Oonstitucion, 
sino por raZOlles de analogía ó interpretacion, y la Hlcultad 
que tienen por el arto 109, está limitada siempre que ataque 
algun precepto de la Oonstitucion, y en el caso ataca los ar­
tículos 12 y 13 ya citados. 

En consecuencia, el Lic. Juan Ferriz no disfruta fuero ante 
los preceptos de la Oonstitllcion, como juez de 1~ instancia de 
,:rejllpilct), y no disfrutándolo, mal ha podido la Legislatura 
del Estado de México erigirse en Gran Jurado, y declararlo 
culpable de los delitos oficiales que se le imputan, cuando no 
tiene ese derecho, ni siquiera para declarar que ha ó no lugar 
á formacioll de causa. 

Esta facultad, bien examinada, si no importa un fuero, en 
toda la extension de la palabra, es por lo ménos una prero­
gativa, y prerogativa con efectos positivos, es decir, que mién­
tras no se haga esa declaracion, el illdividuo no puede ser juz­
gado por el juez competente, y aquí se ve de lleno contrariado 
el arto 17 de la Oonstitucion, que dice: "Los tribunales estarán 
siempre expeditos para administrar justicia," pues estos nada 
pueden hacer, aunque los delitos sean claros y bien compro­
bados, y aunque haya uno ó muchos acusadores, miéntras no 
se declare que ha lugar á proceder, por cuya declaracion se 
entorpece la accion de la justicia, y no es esto lo que ha que­
rido el citado artículo 17, y por eso he dicho que si tal declara­
cion no importa un fuero, que sí lo es en el sentido estricto de 
la palabra, es sin embargo una prerogativa, y las prerogati­
vas las prohibe expresamente el referido arto 12. 

Si, al contrario, la declaracion es la de que no ha lugar á pro­
ceder, allí acaba todo procedimiento, y nada tiene que hacer la 
accion de la justicia. Oreo, por lo mismo, que tal facultad im­
porta un fuero sui generis, pero siempre fuero, ó bien una 
prerogativa, y de cualquiera modo que sea se contraviene á 
los arts. 12, 13 Y 17, que vienen, con sus prevenciones, á limi­
tar la soberanía de los Estados, sobre esta materia, y por eso 
he dicho y sostenido que el Estado de México no ha podido 
establecer el fuero de los jueces de 1~ instancia., y ni siquiera 

12 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



-81-

El fanatismo que nuestro Presidente profesa. á. las doctri­
nas americanas, yo lo profeso á. nuestra Oonst.ituciOD; y cuan­
do sus preceptos son claros, ni admito interpretaciones, ni me 
creo en la obligacion de apelar á las opiniones de Magistra­
dos americanos, ni áun á las ejecutorias de aquella Suprema 
Oorte. 

En el caso que nos ocupa no hay duda de ley, sino que ex­
presamente dice la Oonstitucion del Estado de México, en ar­
tículo no reformado, que á los jueces de primera instancia los 
juzga el Tribunal Superior, y en consecuencia, carece de su­
puesto el argumento del Sr. Presidente; pero suponiendo que 
hubiera duda de ley, seria duda de ley en materia criminal, y 
cuando tenemos el arto 14 de nuestra Oonstitucion, que dice: 
"Nadie puede ser juzgado ni sentenciado, sino por leyes da­
das con anterioridad al hecho, y exactamente aplicadas á él, 
por el tribunal que préviamente haya establecido la ley," es 
claro que esa duda de ley solo puede resolverla, entre nosotros, 
el poder Legislativo,'y la Suprema Corte de Justicia en los 
casos de su competencia, sin que podamos encontrar en nues­
tro derecho patrio, ningun apoyo para otorgar esa facultad á 
los jueces. 

Además, aún aceptando la teoría del Sr. Presidente, si fue­
ra posible aceptarla, resulta que la Legislatura del Estado de 
México, erigida en j m'ado de hecho ó de acusacion, no es tri­
bunal, y ya se ve por esto que de ninguna manera puede acep­
tarse aquella teoría, que bien pudiera llamarse hasta disol­
vente. 

Oomo en un Estado no solo hay un juez, sino muchos, y si 
á todos ellos los autorizamos para resolver las dudas de ley, 
seria muy difícil, casi imposible, que todos ellos se acordaran en 
una l'esolucion, yent6nces tendriamos tantas interpretaciones 
sobre dudas de ley, cuantos son los jueces, y esto seria el des­
quiciamiento del 6rden jmídico, el caos. 

Con razon he llamado á esa teoría, disolvente; porque lo es 
aquella que introduce tal desórden en la administracion, que 
no hay regL:'l. fija á que atenerse, yen que la libertad, el honor, 
los intereses y hasta la vida de los ciudadanos quedan al ar­
bitrio de las interpretaciones. Por esto soy enemigo de ellas, 
y con mayor razon si se hacen sin necesidad, y siempre res­
tringiendo los preceptos de las leyes, en peIjuicio de las ga­
rantías. 

Fundado en estas consideraciones, yo concederé el amparo 
al juez de primera instancia de Tejupilco, contra el acto de la 
Legislatura del Estado de México que, erigido en jurado de 
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acusacion, declaró culpable á dicho juez por delitos oficiales, 
y lo concederé tambien contra todos los actos anteriores á esa 
declaracion, y contra la facultad que la misma Legislatura pu­
diera ejercer, de declarar con lugar á formacion de causa á 
dicho juez, por violal'se con estos procedimientos los artículos 
12, 13, 17 Y 109 de la Oonstitucion. 

La Corte concedió el amparo contra la Legislatura del Estado de México, por 
haber juzgado al Juez Ferriz declaráudolo culpable, y lo dejó á disposicion del 
mismo .imado, á efecto de que se sujetase á declarar simplemente si habia ó nó ]u­
gar á la formaciou de caURO.. Tia votaciou, respecto del primer punto, resultó de esta 
manera: Por el amparo, COI'ona, Vazquez Palacios, Avila, Bautista, y Alas. En 
contra: Va:quez J. ele M., y Vallarta. 

Respecto del segundo punto, dejando á Feniz á disposicion del jurado para que' 
declarara si habia ó nó lugar á formaciou de causa, votaron por la afirmativa: 
Corona, Vazquez Palacios, Avila, y Alas. En contra: Vazquez J. de M., Bauti&­
ta, y Vallarta. 

La misma Corte, por ejecutoria ele 27 de Noviembre de 1882, concedió amparo 
á Ignacio Ruiz, contra una resolucion del 'Tribunal Snperior del mismo Estado, 
que declaró: que no poclia conocer de la acusacion formalizada por Ruiz contra el 
juez conciliador de Lerma, miéntras la Legislatura no declarase que habia lugar 
á formacion de causa. Por esta ejecutoria se reprobó el fuero que aquel Estado 
ha concedido á los jueces, y la votacion fué en este órden: Por el amparo, José M. 
Bautista, Manuel Contreras, Miguel AUNa, Guillermo Valle, Moisés Rojas, Eduar­
do Rui:, y EUgio Muñoz. En contra: Manuel Alas, Juan M. Vazqucz, J. M. Vaz­
quez Palacios, y Fernando J. Corona. 

MÉXICO, DICIEMBRE 3 DE lSe1. 

Sorteo: Amparo pedido por Agapito Sanchez contra el Jefe Político de Cuerna­
vaca, que lo consignú al servicio de las armas por medio del sorteo. Yiolacion 
del arto 5~ constitucional. 

VOTO DEL MAGISTRADO BAUTISTA. 

"Nadie pnede ser obligado á prestar trabajos personales 
sin la justa retribucion y sin su pleno consentimiento." Hé 
aquí el texto expreso del arto 5? constitucional, que más de 
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la fl'accion 4~ del arto 35; pero esto que viene de su voluntad 
yen ejercicio de una prerogativa, no debe confundirse con la 
obligacion. 

Además, n6tese que el alistamiento en la Guardia N acio­
nal es una obligacion, segnu la fraccion 2~ del arto 36, y á la 
vez llIla prerogativa el tomar las armas en la Guardia Nacio­
nal, para la defensa de la República y de sus instituciones, 
segun la fraccion 4~ del citado arto 35. 

Se ve por esto que hay notable diferencia entre el derecho 
y la obligacioll, y esta diferencia se percibe con más claridad 
si se atiende á que la Constitucion habla de la defensa de la 
República y de sus instituciones, de su independencia, terri­
torio, honor, y de sus derechos é intereses; pero de ningulla 
manera se pudo referir á un ejército en gual'llicion yen plena 
paz, para el cual basta, y con mucho, el enganche voluntario, 
supuesto que para los casos de invasion 6 perturbacion de la 
paz pública, la Constitucion supuso que estada organizada 
la Guardia Nacional, para moverse á cualquiera hora, yade­
más proveyó de cuantos recursos pudieran necesitarse con la 
suspension de garantías de que habla el arto 29. 

Entónces resulta que en tiempo normal, la prerogativa del 
ciudadano de tomar las armas en el ejército, no se puede con­
vertir en obligacioll, y no siendo una obligacion, mal puede 
aceptarse el sorteo, como un medio para entrar á servir en el 
ejército, siendo así, que para este caso subsiste en todo su vi­
gor el arto 5? que sirve de materia á la presente discusion. 

Pero se dice: quítese la leva y el sorteo, y habrá acabado el 
ejército, sin el cual ningun Gobierno puede vivir. Este es otro 
error lamentable: los Gobiernos no deben vivir, sino sosteni­
dos por la opinion pública, pero si se cree que esta es una ilu­
sion, una teoría muy hermosa pero impracticable en nuestro 
país, cuando por otra parte debe haber ejército, como una ne­
cesidad ineludible, pues ábrase el enganche voluntario bajo 
buenas condiciones, y bajo ordenanzas militares adecuadas al. 
nuestra Constitucion, y estoy lSeguro de que sobrarian hom­
bres voluntarios para el servicio en el ejército, en lugar del 
forzamiento que hoy existe, y que se parece mucho á una ver­
dadera servidumbre condenada por la Constitucion, por la mo­
ral y por la filosoña, y que en último resultado le cuesta al 
país, acaso más de lo que gastaria en el enganche, y]o que es 
peor, que llegada]a hora de un conflicto no se tiene ejército,. ni 
pueden inspirar ninguna confianza los hombres que lo forman 
por la fuerza, bien se haya ejercido ésta por la leva, 6 por el sor­
teo, que importan lo mismo para los efectos prácticos del arto 5~ 

www.juridicas.unam.mx
Esta obra forma parte del acervo de la Biblioteca Jurídica Virtual del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la UNAM 

http://biblio.juridicas.unam.mx



-92-

Está visto, pues, que la Suprema Corte no puede convertir 
en obligacion, ¡lo que es un derecho ó prerogativa, segun la 
Constitucionj y si por otra parte es cierto que en el sorteo se 
procede sin el consentimiento del ciudadano, y por el arto 5? 
nadie está obligado á prestar servicios personales sin su pleno 
consentimiento, es tambien evidente, que por el sorteo se vul­
nera la garantía que consigna el repetido artículo 5? 

Por estas consideraciones, yo ampararé á Agapito Sanchez 
contra su consigllacion al servicio de las armas en el ejército, 
por medio del sorteo, por :violarse, con este procedimiento, el 
referido arto 5? 

La Corte negó el amparo por 4 votos de los ocho magistrados que concurrieron, 
en este órden. Por el amparo: Corona, Cont¡'eras, .tÍj)ila, y Bautista. En contra: 
Vazqucz Palacios, Vazquez J. de M., Alas, y Vallarta. Decidió elvoto de c¡¡Ud¡¡tl. 

MÉXICO, JULIO 1~ DE 1882. 

Denuncio de mina de carbou de piedra.-Amparo pedido por Patricio Milmo, con­
tra las resoluciones de un Juez de Monclova, que admitió el denuncio y mandó 
dar posesion del criadero, en terrenos del quejoso, creyendo violadas en su per­
juicio las garantías do los arts. 14, 16 Y 27 de la Constitucion. 

VOTO DEL MAGISTRADO BAUTISTA. 

Se trata del amparo pedido por el C. Patricio Milmo, con­
tra el acto de un Juez' que dió posesion de una mina de carbou 
de piedra, eu terreno de su propiedad, creyendo violado, eu 
su perjuicio, el arto 27 constitucional, y cuyo hecho ha tenido 
lugar en el Estado de Coahuila. El Juez de Distrito amparó 
al quejoso, y el Sr. Vallarta nos ha leido un gran discurso, 
que de todo se ocupa, ménos del respeto que merece el cita­
do arto 27, y cómo son de atenderse, en primer lugar, las ga­
rantías que en él se consignan. 

No es posible seguir al Sr. Presidente, punto por punto, en 
BU discurso, porque él ha disfrutado de un tiempo, á su vo­
luntad, para formarlo, y los Magistrados tenemos que impro­
visar un voto, y ya se ve la diferencia entre amboa casos, razon 
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por la cual solo me ocuparé de aquellas cuestiones que afec­
tan nuestro Derecho constitucional, y poco 6 nada de las cien­
tíficas y filosóficas, porque éstas son más propias de una aca­
demia, y nosotros discurrimos en pleno Tribunal. 

Se han planteado y debatido largamente estas cuestiones: 
1?- R,Es de admitirse el sistema de anexion á la propiedad, tra­
tándose de minas~ 2~ ¿ Éstas pertenecen al Soberano, y en 
consecuencia son denunciables' 3~ ¿Están vigentes las leyes 
recopiladas, que adoptaron el primer sistema? 4~ ¡Lo están 
las Ordenanzas de l\nnería, que adoptaron el segundo' 5~ ¿En 
todo evento, el carbon de piedm está comprendido en dichas 
Onlenanzas~ 

El SI'. Presidente resuelve negativamente la 1~ y 3~, Y por 
la afirmativa la 2?-, 4~ Y 5~; Y para llegar á estas conclu­
siones, nos cita multitud de doctrinas, más ó ménos respeta­
bles; nos conduce lentamente y casi sin advertirlo, á sancionar 
los usos y prerogativas de la corona, y deteniéndose con en­
tusiasmo en apreciaciones muy ingeniosas para llegar al objeto 
que se propone, se decide por fin á negar el amparo, por la 
poses ion que se ha dado de la mina, y solo 10 concede porque 
esa posesion se di6 Hin la prévia indemnizacion que ordena el 
precitado arto 27. 

Yo creo que es ajeno de los tribunales el ocuparse de re­
solver cuál es el mejor sistema en la minería, si el de la 
anexion, 6 aquel que hace denunciables las minas, repután­
dolas del soberano; lo mismo que lo es, el ocuparse de decir, 
si están vigentes las leyes recopiladas, 6 las Ordenanzas de 
Minería, y por último, si el carbon de piedra está comprendido 
en dichas ordenanzas, cuando ellas no lo designan expresa­
mente, porque todas estas cuestiones las creo propias y exclu­
sivas del Poder Legislativo, y creo tambien que la Suprema 
Oorte, tratándolas, 'J el juez de Distrito resolviéndolas, se in­
troducen en cosa que no les toca, á riesgo de incurrir en noto­
rias y lamentables equivocaciones, como es el asegurar que el 
carbon de piedra es metal, 6 semimetal, y que las opiniones 
de los autores son más respetables que la misma ley. 

Por mi parte no debo entrar en estas cuestiones, por las 
breves razones que acabo de exponer, ni hay necesidad de 
afrontarlas, porque unas tocan al Poder Legislativo, y otras 
al Judicial del 6rden comun; y á las autoridades federales, es­
pecialmente en juicios de amparo, solo les tocan las constitu­
cionales, á efecto de averiguar si, en el caso que se versa, hay 
garantía violada. . 

Pues bien; como el arto 27 de la Oonstitucion ha dicho: "La 
13 
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prop~edad no puede ser ocupada, SiDO por causa de utilidad 
pública y prévia indemnizacion," es tanto como proclamar que 
la propiedad es inviolable, es sagrada, como lo he dicho otra 
vez, y sin el consentimiento del dueño no puede ser ocupada, 
sino solo en el caso de utilidad pública y prévia indsmnizacion; 
y no ha dicho ese artículo, que tambien lo puede ser en el caso 
de industria minera. Resulta 'ent6nces que ante este precepto 
constitucional desaparecen las leyes antiguas, lIámeseles reco­
piladas 6 de las Ordenanzas de Minería, y que no pueden in­
vocarse ya, sino en tanto que no pugnen con el citado art.27. 

Por eso me ha parecido inútil el exámen sobre si en Ooa­
huila rigen las leyes recopiladas, 6 las Ordenanzas de :Minería, 
pues á todas se sobrepone el precepto constitucional, y s610 
bajo un texto expreso debe verse y resolverse el amparo del 
O. Milmo. 

lJlsto supuesto, y siendo cierto que este señor es dueño del 
terreno en que se ha denunciado la mina del cal'bon de piedra, 
y que ésta no puede trl:j¡bajarse sin invadir su propiedad, siquie­
r~ gea la de la superficie, es claro que sin la prévia declara­
cion q!3 utilidad pública, y sin la prévia indemnizacion, no ha 
podido procederse, en el caso, de ninguna manera, y habién­
dolo hecho así el juez de l\lonclova, ha violado la garantía del 
r.epetido arto 27. 

Que este artículo eR la norma que nos debe servir para re­
solver este amparo, se explica, cuando el mismo Sr. Presidente 
lo invoca para conceder el amparo por la falta de prévia in­
demnizacion, y no se comprende por qué lo desatiende, por la 
~lta de la declaracion de utilidad pública, que en el caso no 
hit existido,. y esto basta para ver cou.toda evidencia que pro­
cede el amparo, miéntras no se llenen los requisitos del pre­
cepto constitucional. 

Si se dice que las minas son del soberano, por estar debajo 
de la tierra, y qne basta allá no alcanz::t el derecho de la pro­
piedad privada, este es un problema de dificil solucion, que no 
está definido por la ley, y respecto del cual se puede decir mu­
cho en pr6 y en contra; pero tampoco me ocuparé de resol­
verlo, siempre que. sea cierto, como lo es., que ninguna mina 
se puede explotar, en las entrañas de la tierra, sill tocar más. 
9, ménos á su sup~rficie, y si esta superficie es del dominio 
pa¡;tic\1Ia,r, comQ en el caso del C. MUmo, es iodudable que 
esM ~p. S~l más perfecto d~r:echo p~ra n.Q permitir que así se 
ate~t~>át su propieda,¡i, sino en el (íniQo caso de n.tilidad públi­
ca y prévia indemnizacion; y como no se ha declarado la pri­
mera ni meQ¡i~do la s!;}gunqa, ni. ménos hl:} intervenido el oon-
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sentimiento del propietario, resulta que el amparo procede de 
lleno, aunque otra cosa nos diga el Sr. Presidente en Su labo­
riosísimo discurso. 

Esto no quiere decir que yo me abstenga de manifestar: que 
me agrada más el sistema de anexion, más bien que darle al 
soberano un privilegio que no ie concibe despues de publicad~~ 
]a Constitucion de 1857: así lo ordenó nn rey de España en 
alguna de sus leyes, acaso más liberal en este punto que nues­
tro Presidente de la Corte, y así lo ha declarado el mismo 
Estado de Coabuila, á última bora, en su Decreto nllm. 478, 
derogando el de 25 de Febrero de 1828, y las Ordenanzas de 
lHinería, en la parte que declarall denuuciahles las minas de 
carboll de piedra, y ordenando que en 10 sucesivo sean de ]a 
propiedad particular del dueño de] suelo en que se encuentran, 
lo cual parece más conforme al espíritu de nuestra Constitucion. 

Yo, que siempre procuro tener por norma de mi conducta 
]08 preceptos de ]a Constitucion, ántes que las opiniones de 
autores, por muy respetahles que sean, votaré en favor de ht 
sentencia que ampar6 al quejoso. 

La Corte, por ejecutoria de la misma fecha, negó el amparo, en lo principal, por 
7 votos de los once Magistrados que concun1eron en este ól'den. Por el amparo: 
Sres. Piscal, Contreras, A'vila, y Bautista. En contra: Corona, Valle, Auza, Vaz­
qucz Palacios, Blanco, Alas, y Vallarta; y lo concedió unánimemente por ha­
berse dado la posesion sin la prévia indemnizacion. 

MÉXICO, AGOSTO 19 DE 1882. 

Art. 27 de la Constitucion. Amparo pedido por Santiago Begnerisse contra, la au­
toridad administrativa de Puebla, que le pruhibió inhumar tÍ tilla hija suya en 
terreno de BU propicdad. 

VOTO DEL MAGISTRADO BAUTISTA. 

Hace pocos meses se vot6 un amparo pedido por el gene­
ral Manuel Santibañez, y el de que ahora se trata está cons­
tituido todavía en mejores condiciones que aquel, y ]a Corte 
ampar6 al general Santibañez, siendo el héroe en aquella dis­
cns10n el Sr. Vallarta, y ese fallo está dado por unanimidad, 
constituyendo la cosa juzgada más respetable, siendo de ad-
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vertir que los dos amparos versan sobre la misma materia, y 
que no hay razon para que la Suprema Oorte juzgue de diver­
sas maneras en casos iguales, porque de este modo es imposi­
ble establecer el derecho público, encontrándose á cada paso 
sentencias con tradictorias. 

El Sr. Presidente, como de <:l0stumbl'e, teniendo los autos á 
la vista por un tiempo largo, ha formado un extensísimo dis­
curso, en que despues de tocar multitud de cuestiones que 
nadie contradice, concluye diciendo que el amparo se debe ne­
gar, y confiesa que en el amparo Santibañez se equivocó, y 
que una vez arrepentido de su error, abjura de él, prometien­
do la enmienda. 

Volver al buen camino cuando el hombre se ha equivocado, 
si esta confesion se hace lealmente y reconoce buenos funda­
mentos, es una virtud; pero en el caso de que se trata no hay 
tales fundamentos, ni creo, ni puedo creer que todos los Ma­
gistrados de la Oorte se hubiesen equivocado, en un negocio 
en que fueron atendidos los preceptos constitucionales, ampa­
rándose al general Santibañez por unanimidad, y despues de 
un estudio maduro y detenido. 

El caso es este: Beguerisse, lo mismo que Santibañez, com­
praron un terreno á perpetuidad, en el panteon de San Fran­
cisco de Puebla, para sepultar á sus deudos, otorgándoseles sus 
documentos de propiedad y reconociéndose el derecho que te­
nian para construir allí los mausoleos ó monumentos que les 
pareciera; y cuando negó el caso de inhumar el uno á su so­
brina y el otro á una hija suya, se les prohibió, diciéndose: 
que en el nuevo panteon, nombrado de la Agua Azul, tenian 
un terreno igual, y que allí debian hacer las inlmmaciones; y 
como vieran que su derecho no estaba atendido, pues ni ha­
bia precedido la declaracion de utilidad pública, ni la prévia 
indemnizacion, de que habla el arto 27 de la Oonstitucion, pi­
dieron amparo, otorgándosele al primero por unanimidad, y 
negándose al segundo por ocho votos contra cinco. 

El Sr. Presidente gasta mucho tiempo en su discurso para 
probar que la autoridad administrativa tiene facultad, consul­
tando á la higiene, de cerrar unos· panteones y abrir otros; 
pero esta verdad nadie la niega, ni los mismos quejosos se 
han atrevido á ponerla en duda. 

Despues nos cita la legisJacion que sobre la materia se ob­
serva en Francia y en los Estados Unidos, sin advertir que ni 
estamos en los Estados Unidos ni tln Francia, ni tenemos ne­
cesidad de pedir favor á esas naciones para establecer nuestro 
derecho publico, en materia de propiedad. 
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Se ocupa despues de probar que la propiedad que se ad­
quiere en los panteones es limitada, y que á ella no le puede 
alcanzar la garantía del arto 27, decidiéndose á negar el ampa­
ro á Beguerisse, y arrepintiéndose mil veces de haber ampa­
rado á Santibañez. 

Yo estoy en mi derecho para~reer que no es el convenci­
miento el que ha impulsado al Sr. Presidente para juzgar de 
distinta manera, en ambos casos, y para afirmar este concepto 
expondré brevemente mis razones. 

Sin negar al poder administrativo el derecho que tiene para 
cuidar de-la higiene, y en consecuencia para designar los lu­
gares más á propósito para enterrar muertos, la verdad es que 
sin que nadie le haya usurpado este derecho, aquella autori­
dad señaló al efecto el panteon de San Francisco, y allí cons­
tituyó el derecho de propiedad á Begnerisse y á Santibañez, 
y éstos construyeron en esos lugares los monumentos más 6 
ménos valiosos que á bien tuvieron, para que sus deudos fue­
sen inhumados, y para esto usaron del derecho de propiedad 
que les dió el contrato, en conformidad de las leyes relativas; 
y de esta propiedad nadie puede despojarlos, sin la declaracion 
de utilidad pública, y prévia indemnizacion, pues así lo orde­
na expresamente el arto 27 de la Oonstitucion. 

La declaracion de utilidad pública no existe en el caso, aun­
que pudiera suponerse, y yo quiero permitir, sin conceder, que 
existe la utilidad pública, puesto que se trata de enterrar muer~ 
tos fuera de la poblacion, pero aúu así, debe preceder la com~ 
petente indemnizacion, y miélltras no se llene este requisito, 
la propiedad es inviolable y no se puede atentar á ella de nin­
gUlla manera. 

El St·. Presidente, que en el amparo Santibañez llamó á ese 
derecho legítima propiedad, hoy le niega ese carácter, y dice 
que solo es un derecho, como si los derechos á la propiedad 
no estuvieran garantidos por los artículos 27 y 16. 

Dice, además, que podria ser una propiedad, pero restrin­
gida y limitada, y que á ella no le alcanza la garantía del arto 27. 

En el estado social se puede asegurar que casi 110 hay pro­
piedad absoluta, sino que todas están limitadas; así, el propie­
tario de una casa no puede incendiarla, no puede poner cana­
les hácia la calle, debe tenerla limpia y aseada, porque en to­
do esto se interesa el bien social, la salubridad pública. El 
dueño de una mina está sujeto á las limitaciones que le im­
ponen las leyes del ramo; el de una empresa ferrocarrilera se 
encuentra limitado de la misma manera, y por esto he dicho 
que casi no hay propiedad que no esté de algun modo restrin-
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gida, y que por 1ó mismo esta no es razon para excluirla del 
precepto del art.27. 

En cuanto al objeto sucede lo mismo, todas las propiedades 
tienen un fin determinado, yyo no sé que los Sres. Beguerisse 
y Santibañez hayan pretendido otra cosa que enterrar muer­
tos en aqnellugarque comproron con tal objeto. 

Bnt6nces resulta que en tales casos, el uso está restringi­
do, pero la propiedad es la misma, y no hay razon para ex­
cluirla de ese derecho, ni ménos lo tiene la Corte para esta­
blecer una excepcion al precepto del arto 27. 

Dar á esos propietarios un terreno igual en el nuevo pan­
teon, como lo ordena la ley de Puebla, desentendiéndose por 
completo de los monumentos que construyeron, no es la in­
demnizacion que corresponde en el caso, cuando hasta las le­
yes modernas, sobre la materia, han establecido que queda á 
cargo de los fondos de esos establecimientos, la traslacion de 
los restos y de los monumentos al nuevo pant,eon; cosa qne no 
se ha hecho, en el caso que nos ocupa, y tratándose de la in­
demnizacion prévia, es claro que nada puede suplirla, ni se 
puede determinar, sino interviniendo el consentimiento de las 
partes contratantes. 

Parece por demás ocuparse de que la Niña Beguerisse fué 
embalsamada, y que doce facultativos dicen que así como está 
se puede tener en cualquiera parte sin peligro de ninguna cla­
se, lo cual le quita á este caso el carácter que se le ha querido 
dar de peligroso á la salubridad, y de cuyo argumento hace 
uso varias veces el Sr. Vallarta, como si se tratara de impo­
nerles miedo á los Magistrados de la Corte. 

Yo, Señores, si se tratara de volver al sendero constitucio­
nal, cuando alguna vez me hubiera separado de él, gustoso lo 
hada, aún sacrificando mi amor propio; pero hoy no se trata de 
esto, sino al contrario, de restringir al arto 27 constitucional, 
diciendo: que él al garantizar la propiedad, no habl6 de la que 
se adquiere en los panteones, y que ésta se puede atropellar 
impunemente, sin que por esto se falte al precepto constitu­
cional. 

No entraré por este camino, aunque se me presente sem­
brado de escogidas expresiones; y creo más, que el Sr. Presi­
dente de la Corte debiera ya conformarse con sus triunfos, en 
el sistema de restricciQnes que ha venido estableciendo en es­
ta Corte, dejando bastante mutilada nuestra Constitucion, y 
no seguir ese sistema, condenado mil veces por el buen sen­
tido constitucional, pero apoyado, por desgracia, por una ma­
yoda. de esta. Suprema. Corte. 
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Vot::tré, pues, 10 mismo que lo hice en el negocio Santibañez, 
amparando á Santiago Beguerisse, por creer violado en su per­
juicio el arto 27 constitucional, por falta de la prévia indem­
nizacion. 

La Corte, por ejecutoria .de la misma fecha, negó el amparo por 8 votos de los 
13 Magistrados que coucurrieron, eu este Jrden. Por el amparo: Cotona, Vazquefi, 
Vazquez Palados, Bmtlista, y Blanco. En contra: E(lltarclo Rttiz, Muñoz, Va­
lle, Attza, Contreras, Avila, Alas, y Val/arta. 

N ótese: que la Corte habia amparado poco tiempo ántes al G<.>neral Manuel San­
tibañez, en caso igual, y la votaeion eutóueos resultó unánime de esta mauera: 
Por el amparo: Corona, Saldctña, Vazquez Palacios, Vazq1l6zJ. de M., Bautista, 
Blanco, Alas, y Vallarta. 

MÉXICO, .AGOSTO 21 DD 1882 • 

.Amparo pedido por dos curas cat6licos del SaltiJIo, contra la ley y su respectivo 
reglamento, que los obligan á no casar ni bautizar, si !'tntes no se les presenta 
el certificado del Registro civil. 

VOTO DEL MAGISTRADO BAUTISTA. 

En Ooahnila se di6 nna ley y su respectivo reglamento, so­
bre registro civil, obligando á los sacerdotes á no celebrar las 
ceremonias del bautismo y del matrimonio, sin que prévia­
mente se les presenten los certificados del registro civil, y esto 
bajo penas de multa y prisionj y dos curas han pedido amparo 
contra esas leyes, y el Juez de Distrito ha prouunciado una 
sentencia, no amparando á los quejosos contra las disposicio· 
nes de las leyes citadas, relativas á la manera de celebrar el 
matrimonio, y amparándolos en lo concerniente al bautismo, 
coutra los preceptos de dichas leyes. 

Por mucho que se estudie este negocio, y aun bajo la ¡m­
pl'esion que causan esas }pyes, debiendo reputarse inconstitu­
cionales, pues á toda luz atacan la independencia entre la 
Iglesia y el Estado, principio consignado en las leyes de refor­
ma, y que hoy lo es de nuestra Oonstitucion, no es posible 
formar opinion para poder amparar á 'los quejosos, ni mucho 
ménos para confirmar la sentencia del inferior, que aceptando 
un término medio en casos iguales, ampara y desampara al 
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mismo tiempo sobre una misma materia, vista bajo su aspec­
to constitucional. 

Digo que no es posible amparar, porque no ha habido acto 
especial sobre que verse el proceso, y aunque el abogarlo de 
los quejosos, en su alegato presentado á esta Suprema Corte, 
hizo esfuerzos supremos para demostrar que alguna vez la so­
la sancion de la ley importa u'n acto, todos sus razonamientos 
no son más que arranques de ingenio, pero es superior el arto 
102 de la Constitucion, cuando dijo: "que en los juicios de 
amparo, la sentencia será siempre tal, que solo se ocupe de 
individuos particulares, limitándose á protejerlos y amparar­
los en el caso especial sobre que verse el proceso . ••.•. " 

Por estas consideraciones yo negaré el amparo á los quejo­
sos, 6 m{ts bien, creo que debe revocarse la sentencia del in­
ferior en todas sus partes, y declararse improcedente el recur­
so, por falta de un acto especial, sin que por esto deje yo de 
reconocer que las leyes de Coahuila atacan el principio de in­
dependencia entre la Iglesia y el Estado: que éste estará en 
su perfecto derecho, en ejercicio de su soberanía, para dictar 
cuantas leyes crea convenientes para hacer efectivas las dis­
posiciones, sobre registro civil, siempre respetando aquella in­
dependencia, la cual, por otra parte, no autoriza á los minis­
tros del culto para sublevarse contra las leyes, pues que, en su 
carácter de hombres, tienen las mismas obligaciones que los 
demás ciudadanos, sin podérseles imponer restricciones espe­
ciales, en el ejercicio de su ministerio, restricciones que no 
acepta nuestro Derecho constitucional, ni está en la dignidad 
de los gobiernos el valerse de esos ministros para hacer efec­
tivo el cumplimiento de las leyes, cuando el poder Legislativo 
tiene todos los elementos bastantes para proveer á su estricta 
observancia, dejando intacta aquella independencia, que for­
ma hoy una de las bases de nuestro Derecho constitucional. 

Votaré, pues, por la improcedencia del amparo. 

La Corte, por ejecutoria de la misma fecha, declaró improcedente el amparo, por 
falta de un acto especial, por 10 votos contra 2 de los 12 Magistrados que con­
currieron. Por la improcedencia del amparo: Corona, Valle, A·uza, Vazquez Pa­
lacios, Vazquez, At'ila, Bautista, Blanco, Alas, y Vallarta. En contra: el Fiscal 
y el Proc·l/rador. 
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El Lic. Ricardo Ramirez, siendo juez 1? de Distrito, fué electo juez 1" correccio­
nal, al tiempo de nomllrarse las autoridades judiciales del Distrito. Él 110 acep­
ta eote nuevo nomllramiento, y el Ejecutivo lo ollliga, creyendo que ya no tie~ 
ne jllrisdiccion como juez de Distrito, :t pille á la Corte la terna respectiva pa­
ra nomllrar al juez que delle sustituirlo. El Fiscal de la Corte opina como el 
Bjecutivo, y este pedimento es el que se discute en Trillunal pleno. 

El Magistrado Bautista dijo: Eljuez 1~ de Distrito, en esta 
Capital, O. Lic. Ricardo Ramirez, ha sido nombrado juez 11,1 
correccional, en las últimas elecciones; y como él no acepta 
este empleo, el Ejecutivo pide á la Corte la tema respectiva 
para nombrar el sustituto, y acompaña las comunicaciones 
cambiadas entre dicho juez y el Ministerio de Justicia. El ne· 
gocio se mandó pasar all!'iscal de esta Suprema Corte, y éste 
opina como el Ejecutivo, pidiendo que se mande la terna, y 
que se le prevenga al O. Ramirez que vaya á desempeñar el 
jnzgado correccional. 

Este es el caso que tiene á la vista la Oorte, y respecto del 
cual voy á emitir mi opinion, con el fin de fundar el voto que 
debo dar en este negocio, nuevo y á la Vt'Z raro. 

Primero debo decir: que por más que he estudiado las atri· 
buciolles del 'l'ribunal pleno, y buscado en las leyes alguna en 
que pudiera fundarse su competellcia para dirimir la cuestion 
que s1ll'ge entre el juez de Dh;trito yel Ejecutivo de la Unioll, 
no la encuentro, y por lo mismo el Tribunal carece por cOlllple­
to de la facultad de dar en este caso, una resolucion que obli­
gue al juez de Distrito á separarse de su juzgado para ir á 
servil' el 11,1 correccional que se le ha designado, si no es que 
el Tribunal pleno se erija en juez superior del juez cOl'l'eccio­
nal, el cual, por otra parte, estaría en su más perfecto derecho 
para no obedecer esa resolucion, como yo lo estoy en el mio, 
para asegurar que este alto Tribunal nnnca dictará ulla l'eso­
lucion tan insostenible, que está además fuera de sus faculta­
des, y que en un momento acabaría con el prestigio que en 
muchos años, y por una repeticion de actos de acrisolada jns­
tificacion, ha podido adquirir y conservar hasta este momento, 
en que el Sr. l!"'iscalle aconseja una cosa que no se debe hacer. 

Dos puntos contiene el pedimento fiscal, en su parte reso­
lutiva. 1? Que la Corte debe mandar la terna que le pide el 
Ejecutivo. 2'? Que debe prevenir al juez de Distrito que vaya 
á servir el empleo de juez cOll'eccional. 

1.4 
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Ha sido necesario hacer repetir varias veces la lectura de 
ese pedimento, leerlo yo mismo, para convencerme de que eso 
es 10 que pide el Piscal de esta Suprema Oorte de Justicia, 
siendo así qne su voz autorizada se ha querido oír para ilus­
trar la materia de que se trata, y porque á su ministerio le 
toca pedir, siempre que se tr~a 6 se interesa una cuestioll ju­
risdiccional. 

Pues bien: 10 primero que en mi concepto debe examinarse, 
á efecto de proponer la terna que se pide, es si falta en efecto, 
el juez 1? de Distrito, y por cierto que el Sr. Fiscal omite el 
tratamiento de esta importantísima cuestion, y en un dictá­
men demasiadamente festinado, y que en verdad no correspon­
de á la gravedad de la materia de que se trata, aconseja que 
se mande la terna, y que se le diga al juez Ramirez que vaya 
á servir el juzgado correccional. 

Es cierto que la Oorte, conforme á la ley de 1? de Junio de 
1878, tiene obligacion de mandar temas al Ejecutivo para el 
nombramiento de los jueces federales, pero esta obligacioll 
presupone, como base esencial, el que falten los jueces, pues 
no siendo así, ni el Ejecutivo puede pedir la terna, ni la Oorte 
tiene obligacion de mandarla; y que no falta el juez 1? de 
Distrito, es un hecho tan palpable, que no. necesita demostra­
cion, cuando diariamente abre su juzgado, remite sentencias 
á este Tribunal, le dirige sus comunicacienes, y no hay niu­
gun dato de que haya abandonado ese empleo, y si lo hay de 
que quiere conservarlo, y de que no acepta el juzgado cor­
reccional. 

Eut6nces resulta, que no falta el juez 1? de Distrito, y no 
faltando, y en consecuencia no estando vacante ese empleo, 
ni el Ejecutivo ha debido pedir la terna para cubrirlo, ni la 
Oorte tiene obligacion de mandarla. 

Quedan, sin embargo, otras cuestiones por resolver. ,El 
juez 1? de Distrito ha dejado de serlo, por habérsele nombra­
do juez correccional? ,Ooncurriendo dos empleos, UllO de la 
federacion y otro de una localidad, cuál debe preferirse' ,En­
tre dos nombramientos, uno federal comun, y otro de eleccioll 
de una localidad, cuál debe prevalecer' 

Jj"ácil me seria tratar y resolver estas cuestiones, si yo, Ma­
gistrado de la Suprema Oorte, me creyera competente para 
darles solucion; pero formando parte del Tribunal pleno, y no 
teniendo éste por la ley, más atribuciones que dar curso á las 
con'sultas sobre dudas de ley: decidir de las reclamaciones que 
se hagan contra las providencias de su Presidente: nombrar 
sus dependientes: proponer ternas al Ejecutivo, segun la ley: 
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eOllceuer licencias á los Ministros y sus empleados por tiempo 
limitado, y desempeñar todas las atribuciones que especial­
mente le cometan las leyes, como es la de conocer hoy de los 
juicios de amparo, es claro que no puede resolver ninguna de 
las cuestiones que ántes 11e planteado, porque le falta compe­
tencia, y al hacerlo, se arrog9>rÍa facultades que no tielle; y 
esto no lo har{t, no puede 11acerlo. . 

Sin prescindir de este argumento, sobre competencia,y solo 
porque no se crea que eludo el decir algo sobre esas cuestiones, 
manifiesto: Que respecto de la primera, miélltras no 11aya una 
ley que diga, qne es incompatible el carácter de juez de Dis­
trito con el de juez correccional, y qlle en tal caso prefiere 
éste, -y esa ley no existe,- el O. Ramirez no ha perdido su 
carácter de juez 1? de Distrito. 

En cuanto á la segunda, la Oorte ha dejal10 siempre la elec­
cion al mismo interesado, diciéndole: que opte entre el empleo 
de la federacion y otro de ulla localidad; y respecto de la ter­
cera, digo lo mismo que de la primera: no hay ley que ordene 
que se pierda el empleo de la federacion por uno de eleccion 
de una. localidad, ni seria esto posible, porque entónces las 
localidades, -y el Distrito es una de ellas,- podrian quitar 
{t todos los jueces de Distrito, magistrados de circuito, y en 
general á todos los empleados federales, con solo nombrarlos 
jneccs de paz en eleccion popular; los mismos Secretarios del 
despacho podrian perder sus carteras por solo el hecho de 
nombrárseles jueces correccionales ó jueces de aldea, y esto 
á la verdad no debe tomarse á lo serio, toca á lo risible. 

No se crea, por esto, que tengo en poco el sufragio popular, 
6 que defiendo las categorías, cuando para mí no hay institu­
cion más respetable que la del sufragio libre; pero creo que en 
el caso de que se trata, áun existiendo el sufi'agio libre, no hay 
obligacion absoluta de ser juez correccional, con dotacion de 
tres mil pesos, porque tal empleo ni es carga concejil, ni se 
refiere á los servicios públicos obligatorios que deben des­
empellar todos los ciudadanos, y para esta clase de empleos 
110 debe haber coaccion de ninguna clase, so pena de llegar al 
despotismo, y los ciudadanos están en su perfecto derecho de 
servirlos ó nó, sin más motivo que su falta de voluntad. Re­
cuérdese, á propósito, la renuncia y su admision del Magistrado 
Vallarta, dejando la Presidencia de la Suprema Oorte. 

En suma: cuando no tenemos leyes para los casos propues­
tos, y si algunas pudieran invocarse, vendrian en favor de los 
nombramientos de la fedcracion, la verdad es que en el caso 
del juez Ramirez, hay verdadera oposicion de parte para se1'-
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vil' el empleo de juez correccional, por diferentes razoneR, que 
no es preciso examinar, y el Tribunal pleno no está llamado, 
por la ley para resolverlas; 110 es juez competente solne la ma­
teria, y por lo mismo, respecto de ellas, uo debe uictar ninguua 
resoll1cioll. 

Resulta de todo lo expnesto..¡ que entre el juez Ramil'ez yel 
Bjecutivo hay una contienua u oposicion, controversia ó plei­
to, que es meramente personal de ese juez; extraño absoluta­
mente ~Í, las atribuciones de este alto 'l'l'ibunal, y que por lo 
mismo declarándose incompetente para resolverlas, 110 se de­
he ocupar más de ellas, dejando á cargo del juez Ramirez y 
del Bjeclltivo el sostenel' Ó liÓ sus respectivas sitllaciones. 

Bn consecuencia, no faltando el.iuez 19 de Distrito, 110 debe 
mall(larse la tel'1la, llÍ pOI' esta falta el Bjecntivo tiene facul­
tad de nombrar juez, puesto que de parte de la Oorte ni se 
abandOll<t ni se renuncia este derecho, debiendo deeir, que esa 
terna la remitirá, conforme ú la ley, luego qne falte el referi­
do juez. 

Ouando el Sr. :b'iscal nos pl'llebe que el Tribullal plello es 
superior del juez 19 correccional, entóllces me ocuparé de ht 
2~ parte de sn pedimento en que dice: que se le prevenga al 
juez Ramirez que vaya á servil' el juzgado correccional. 

Por las consideraciones expuestas, votaré reprobando el pe­
dimento del SI'. :Fiscal, sin que de ninguna manera reconozca, 
yo la competencia del Tribunal pleno, para resolver este ne­
gocio, segun pide el ministerio fiscal. 

La Corte acordó que se mandara la terna por los votos de los Magistrados Vaz­
'luez Juan (le ,1I., Orliz, Contreras, Atrz((, r({lle, Roj({s, y R/{iz Erlll((nlo, Procu­
mdor, Votaron en contra: Alas, Balltilita, Al'ila, Vaz'1l1cz Palacios, y Corolin. 

NOTA.-Con ocasiou de este uegocio, y para que no so extraviara el buen oou­
ti do de la pren~a, por datos inexactos, publiqué la siguiente rectificacion. 

RECTIFIOACION. 

Señores Redactores de "El Foro." 
M éxico, Enero Id de ltld:.l. 

Muy SEÑORES MIOS: 

Ustedes han dicho, en uno de los últimos números del pe­
riódico que redactan: "que la Suprema Oorte, despues de una 
agitada discusion, presentó al Ejecutivo, á propuesta del Ma-
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gistrauo Bautista, la terna respectiva para el nombramiento 
de juez 1? de DiRtrito, en Rllstitncion del Lic. Ricardo Rami­
rez, siendo los candidatos los siguientes: 

1? Lic. Ed nardo Castañeda. 
2? Guadalupe l'~l~alde. 
;l? ., Pl'aucisco Hernandez Carrasco, 

y que el f41'. l\Iagistm<1o Ajas protestó enél'gieamente contra 
el aCllrrdo, en virtud del cual se ha hecho la proposicion de 
terlla." 

Por mi parte debo hacer algunas rectificaciones, y son las 
l:iignientes. 

Yo sORtl1Ve, en esa disensioll agitada, de que ustedes ha­
blan, que no debia remitirse la tema que pedia el Ejecutivo, 
y voté C11 el mislllo sentillo, quedando mi voto en los de la 
minoría. BI Sr. A las protestó, en efecto, enérgicamente con­
tra la resolneioll de la Corte, {t súpliea de varios lVlagistrados; 
pero retiró esta protesta, sc excusó de seguir conociendo de 
este ncgoeio, .y se retiró del sa10n despues de haber nombra­
do, al que habla, para proponer dicha terna, por ser el Magis­
trado más antiguo, y no desempeñar actualmente ninguna 
comisiono 

No pude excusarme, á pesar de que opino en contra de la 
ley que ordenó las ternas: mi nombramiento fué muy comba­
tido por los nuevos Magistrados; se interesó una discllsion 
hasta desordenarla; y por fin, cumplicndo con la ley, y respe­
tando el acuerdo de la mayol'~ de la Corte, presenté la si­
guiente terna. 

1? Lic. Eduardo Castañeda. 
2? " Francisco qontreras. 
3? " José Hernandez Carrasco. 

No agradó esta terna á los nuevos Magistrados, y provocando 
una discusion, aún más violenta y enojosa, intervino por fin 
un respetable Magistrado, y se provocó extraoficialmente una 
especie de transaccion, invitándoseme para que aceptara al Se­
ñor Elizaldf', propuesto por los nuevos Magistrados. lVle negué 
abiertamente á tal pl'etension, manifestando: que dejaba y sos­
tenia la terna, como yo la habia presentado; y entónces la ma­
yoría de la Corte aceptó á ese Sr. Elizalde, á quien no tengo 
el honor de conocer; y así es como figura, sin que yo lo hubie-
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Amparo pedido por la Sra. Candelaria Pacheco de Albert, contra el vere· 
dicto del Gran Jurado nacional, en la cansa formalla al Gobernador de 

Veracruz, por violaeioll de 108 mtículo~ 14, 17 Y b\' de la COll,titucion. 
Diciembre lO tle li~"iI.......... ................................... r.o 

Palta de audiencia y citacion en ncgoC\10s civiles. El mnparo pn)('cllc siom· 
pre que se viola uua garautía, aunque no esté conRigIH\lla expresamente 
en el tít. l? de la Comtitncioll. Amparo pedido por Ccle,tino Cortés, 
contm las providencias de un alcalde de Morelia qne le quitó un terrono 
de su propiedad, sin-oirlo ni citarlo. Junio 4 de 1tkll. •.•• """ .•••.• Gtj 

Pena de muerte. Amparo pedillo por Prisciliano Rollriguez, contra el 'l'rilm· 

nal Supremo de Justicia de Zacatecas, que lo sentenció {¡ la pcna capital, 

por violacioll del arto 2:3. J uuio 7 de 1881. •..••••. , .•.•. , . .••••• .••• Gl 
}'raccion 1~ del arto ;)0 de la Constitucion. Amparo pedido por las Sras. Ttl· 

barcs contra un acuerdo del Minbtro de Helaciones, declaranüo: que la 
mexicana casac1a con extranjero pierlle su nacionalidad. Julio 13 de !:-idl. (jij 

InteligClwia del arto 12(;' Alllparo pedido por el a. Lic. Ju~to Prieto, contra 

un acnenlo del 'l'ribunal plcuo del Estado de Chihuahua, que lo suspen­
dió y lo mauuó encausar, por violacion de los artículos 14, ~4 Y 1Z(j. 

Setiembre 17 de 1t3tH ...... ", .•. "" .... .... ...• .. . .... ...... .... 77 

Fuero -,oncedido por 10B Estados (¡ sus jueces de primera iuótltncia. Ampa. 

ro pedido por el C. Lic. Juan Ferriz, contra uua resolucion de la Legis· 
latura del Estado de México, que lo declaró culpable de delitos oficiales, 
por violacion de los artículos 1:¡ y 14. Diciembre 2 de 11-'R1_ "'." •••• 1-'1 

Sorteo. Amparo pedido por Agapito Sanchez, contra el jefe políLico ,le Cue,·­
navaca, que lo comignó al sen'ido de las armas por medio del sorteo, 

por violacion del arto G? Diciembre:'l de 1dt31. ................... "" 1-18 

Denuncio de mina de carbon ele piedra.-Amlmro pellido por Patricio Milmo, 
contra un Juez de Mouelova, que admitió el denuncio y mamló <1ar po· 
sesion del criatlero, en terrenos del qnejoso, creyendo violadas en su pero 
juicio la" garautías de lus artB. 14, 1(j Y 27 de la Constitncion. Julio l~ 
de 1t3í"2................. ................... •••• ................... ~i2 

Art. 27. Amparo pedido por Santiag') Begucrisse, contra la autoridad admi· 
nistrativa de Puebla, que le prohibió inhumar {¡ una hija suya eu terreno 
de su propiedacl, Agosto 19 de 1tl1-l2........................ .•.. .... % 

No lHiy acto eRpecial sohre que verse el proceso. Amparo pedido por do" cu· 
ras católicos del Saltillo, contra la ley y su reglamento, que 103 obligan 
á no caHar ni bautizar, si áutes no se les presenta el certificado del Re-
gistro civil. Agosto ~1 de 1882.... •.•• •.. • .•• • .. .. •. •.•• •••• •• . . • . \)ll 

El Lic. Ricardo Hamirez, Juez 1? de Di,;trito, es nombrado Juez correccional; 
y se pretende que vaya {¡ dCBempcülIr este empleo, tlejfllldo cljuzgado fe· 

deral que sirve, cuyo negocio se trata en tribuual pleno. Enero de 18,,:¡. 101 
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